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Proyecto de Ley Estatutaria No. _____ de 2026 Cámara "Por medio de la cual se garantiza el derecho 
fundamental a la protesta pacífica, se establecen medidas para proteger los derechos de terceros, se crean 

herramientas de intervención inmediata frente a actos violentos, bloqueos absolutos y afectaciones graves, y 
se dictan otras disposiciones." 

 

Bogotá D.C., 20 de julio de 2026 

 

 

Señor 
Secretario General 
Cámara de Representantes  
 

Asunto: Radicación del Proyecto de Ley Estatutaria “Por medio de la cual se garantiza el derecho 
fundamental a la protesta pacífica, se establecen medidas para proteger los derechos de 
terceros, se crean herramientas de intervención inmediata frente a actos violentos, bloqueos 
absolutos y afectaciones graves, y se dictan otras disposiciones”. 

 

Respetado,  

 

En ejercicio de la facultad prevista en el artículo 150 de la Constitución, ponemos a consideración de la Cámara 
de Representantes el Proyecto de citado en referencia, a fin de que surta el respectivo trámite legislativo.  

 

Cordialmente,  

 

 

David Gerardo Cote Rodríguez 
Representante a la Cámara por Bogotá, D.C. 
Partido Centro Democrático 
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Proyecto de Ley Estatutaria No. _____ de 2026 Cámara "Por medio de la cual se garantiza el derecho 
fundamental a la protesta pacífica, se establecen medidas para proteger los derechos de terceros, se crean 

herramientas de intervención inmediata frente a actos violentos, bloqueos absolutos y afectaciones graves, y 
se dictan otras disposiciones." 

 
El Congreso de Colombia 

 
DECRETA: 

 
CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 
 
ARTÍCULO 1°. OBJETO: La presente ley estatutaria tiene por objeto garantizar el ejercicio del derecho 
fundamental a la reunión expresado en la manifestación pública y protesta pacífica, establecer condiciones 
mínimas para su ejercicio compatible con los derechos de terceros y adoptar herramientas de prevención, 
intervención inmediata, control, responsabilidad y reparación material frente a actos de violencia, vandalismo, 
saqueo, bloqueo absoluto, afectación de corredores humanitarios, daño a bienes públicos o privados y 
perturbación grave de infraestructura esencial. 
 
La presente ley no tiene por finalidad restringir, estigmatizar ni desincentivar la protesta pacífica. Su propósito es 
protegerla, asegurar que se ejerza dentro de parámetros democráticos y evitar que sea instrumentalizada para 
afectar de manera grave, ilegítima o desproporcionada la vida, la salud, la seguridad, la movilidad esencial, el 
trabajo, el abastecimiento, la propiedad pública o privada, la prestación de servicios esenciales y los derechos 
fundamentales de quienes no participan en la manifestación. 
 
ARTÍCULO 2°. NATURALEZA: La presente ley regula elementos estructurales del derecho fundamental a la 
reunión expresado en la manifestación pública y protesta pacífica, así como las condiciones, límites, garantías, 
procedimientos y herramientas institucionales necesarias para armonizar su ejercicio con otros derechos 
fundamentales y bienes constitucionalmente protegidos. 
 
ARTÍCULO 3°. ÁMBITO DE APLICACIÓN: Las disposiciones de la presente ley se aplican a toda manifestación 
pública, concentración, movilización, plantón, marcha, protesta social o expresión colectiva de inconformidad 
que, teniendo objeto lícito, se realice en el espacio público o en lugares de acceso público en el territorio nacional.  
 
La ley se aplicará a manifestaciones programadas, espontáneas, permanentes, intermitentes o de cualquier otra 
naturaleza, siempre que involucren el ejercicio colectivo del derecho de reunión. 
 
ARTÍCULO 4°. PRINCIPIOS: La interpretación y aplicación de esta ley se regirá por los siguientes principios: 
 
1. Protección reforzada de la protesta pacífica: La manifestación pública y protesta pacífica constituyen 

expresiones legítimas de la participación democrática, la libertad de expresión, la libertad de asociación y el 
control ciudadano. 

2. Prohibición de autorización previa: El ejercicio de la protesta pacífica no estará sujeto a permiso, autorización 
o aprobación previa de autoridad administrativa o de policía. 

3. Legalidad estricta: Toda limitación, intervención, restricción, sanción o medida de control deberá estar 
prevista en la Constitución, la ley y los reglamentos compatibles con esta ley. 
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4. Necesidad y proporcionalidad: Toda actuación de la autoridad deberá ser idónea, necesaria, proporcional y 
estrictamente orientada a proteger derechos fundamentales, convivencia, seguridad, infraestructura 
esencial o bienes constitucionalmente relevantes. 

5. Diferenciación: Las autoridades deberán distinguir entre manifestantes pacíficos y personas que ejecuten, 
promuevan, financien, faciliten o participen en actos violentos, vandalismo, saqueo, bloqueo absoluto o 
afectación grave de derechos de terceros o de la comunidad en general. 

6. Interés general y protección de terceros y de la comunidad: El ejercicio de la protesta pacífica deberá 
armonizarse con los derechos de quienes no participan en ella, especialmente cuando estén comprometidos 
la vida, la salud, la seguridad, la movilidad esencial, el trabajo, el abastecimiento básico, el acceso a servicios 
esenciales o la protección de bienes públicos y privados. 

7. Corresponsabilidad democrática: El ejercicio de derechos implica deberes correlativos de respeto por los 
derechos ajenos, solidaridad social, convivencia pacífica y preservación de bienes públicos y privados. 

8. Inmediatez frente a afectaciones graves: Cuando exista afectación grave, real e inminente de derechos 
fundamentales de terceros, corredores humanitarios o infraestructura esencial, la autoridad podrá adoptar 
medidas inmediatas, focalizadas y proporcionales, sin necesidad de agotar etapas previas de mediación 
cuando la demora pueda consumar o agravar el daño. 

 
ARTÍCULO 5°. INTERPRETACIÓN ARMÓNICA: La presente ley se interpretará de conformidad con la Constitución 
Política, los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia, la jurisprudencia 
constitucional sobre reunión, manifestación pública y protesta pacífica, el Código Nacional de Seguridad y 
Convivencia Ciudadana, el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal, el régimen de responsabilidad civil y 
estatal, y los protocolos de actuación de la Fuerza Pública, en cuanto sean compatibles con esta ley estatutaria. 
 

CAPÍTULO II 
DEFINICIONES 

 
ARTÍCULO 6°. DEFINICIONES: Para efectos de la presente ley, se tendrán en cuenta las siguientes definiciones: 
 
1. Protesta pacífica: Toda expresión colectiva, pública y no violenta de ideas, inconformidades, reclamos, 

reivindicaciones o posiciones sociales, políticas, económicas, culturales, ambientales, laborales, 
estudiantiles, comunitarias o de cualquier otra naturaleza. 

2. Objeto lícito de la manifestación pública y protesta pacífica: Para efectos de la presente ley, se entiende que 
la manifestación pública o protesta pacífica tiene objeto lícito cuando su finalidad sea expresar ideas, 
opiniones, reclamos, denuncias, reivindicaciones, inconformidades o posiciones sociales, políticas, 
económicas, culturales, ambientales, laborales, estudiantiles, comunitarias o de cualquier otra naturaleza 
constitucionalmente protegida, sin que su propósito principal, directo e inequívoco sea ejecutar, promover, 
facilitar o encubrir conductas punibles, actos de violencia, vandalismo, saqueo, destrucción de bienes 
públicos o privados, afectación de corredores humanitarios, bloqueo absoluto o funcional de infraestructura 
esencial o cualquier otra conducta contraria a la Constitución y la ley. La ilicitud del objeto no podrá inferirse 
del contenido ideológico, político, social, económico, religioso, cultural, sindical, estudiantil o comunitario 
de la manifestación, ni de su carácter crítico, disruptivo, incómodo u opositor frente al Gobierno, las 
autoridades, particulares o instituciones. 

3. Manifestación programada: Aquella cuya realización ha sido convocada, organizada o anunciada con 
anterioridad por personas naturales, organizaciones sociales, sindicatos, asociaciones, movimientos, 
partidos, plataformas ciudadanas, colectivos o cualquier otro grupo identificable. 
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4. Manifestación espontánea: Aquella que surge de manera inmediata o no planificada como reacción a un 
hecho público, decisión, acontecimiento, situación de emergencia, noticia o circunstancia social que motiva 
la reunión de personas sin que exista una organización previa formal. 

5. Organizador o promotor: Persona natural o jurídica, organización, colectivo o agrupación que convoca, 
coordina, dirige, anuncia o facilita una manifestación programada.  

6. Tercero afectado. Persona natural o jurídica que, sin participar en la conducta violenta o no amparada por la 
protesta pacífica, sufra daño, perjuicio, lesión, pérdida económica, afectación de su movilidad esencial, 
imposibilidad de acceso a servicios, daño en bienes, interrupción grave de actividad económica o cualquier 
otra afectación derivada de actos violentos, vandalismo, saqueo, bloqueo absoluto o perturbación grave de 
infraestructura esencial. 

7. Bloqueo absoluto: Conducta que, con ocasión o en aparente desarrollo de una manifestación, impide 
totalmente el tránsito de personas, vehículos de emergencia, transporte público esencial, transporte de 
abastecimiento básico o acceso a servicios indispensables, sin permitir pasos mínimos, corredores 
humanitarios o rutas alternas razonables. 

8. Bloqueo funcional: Conducta que, aunque no cierre físicamente todos los accesos, produce en la práctica el 
mismo efecto de un bloqueo absoluto, al impedir la operación mínima de infraestructura esencial, sistemas 
de transporte, corredores estratégicos de movilidad, centros de abastecimiento, servicios de salud, 
terminales, aeropuertos o servicios de emergencia. 

9. Corredor humanitario: Paso permanente, suficiente, seguro y verificable que debe garantizarse durante toda 
manifestación para permitir la circulación de ambulancias, bomberos, misión médica, personal de salud, 
vehículos de emergencia, vehículos de servicios públicos esenciales (energía eléctrica, agua, aseo y gas), 
personas con discapacidad, adultos mayores, mujeres gestantes, niños, niñas y adolescentes, y personas que 
requieran atención urgente o protección especial. 

10. Infraestructura esencial: Bienes, instalaciones, sistemas, accesos, redes o servicios indispensables para la 
vida, la salud, la seguridad, el abastecimiento, la movilidad esencial, la atención de emergencias o la 
prestación de servicios públicos esenciales. Comprende, entre otros, hospitales, clínicas, servicios de 
urgencias, estaciones de bomberos, aeropuertos, terminales de transporte, sistemas de transporte masivo, 
centros de abastecimiento, plantas de servicios públicos, corredores de emergencia y rutas críticas de 
atención. 

11. Corredor estratégico de movilidad: Vía, troncal, avenida, corredor arterial, ruta de transporte público, acceso 
a infraestructura esencial, vía de abastecimiento o punto crítico de movilidad identificado por la autoridad 
territorial competente como indispensable para la circulación mínima, el transporte público, la atención de 
emergencias, el abastecimiento o la continuidad de servicios esenciales. 

12. Acto violento: Toda conducta que implique agresión contra personas, daño o destrucción de bienes públicos 
o privados, incendio, saqueo, amenaza, lanzamiento de objetos peligrosos, ingreso violento o no autorizado 
a infraestructura pública o privada, afectación deliberada de servicios esenciales o cualquier otra conducta 
que comprometa la vida, integridad, seguridad o bienes de terceros. 

13. Ocultamiento deliberado de identidad: Uso de capuchas, máscaras, pasamontañas, cascos no asociados a 
protección ordinaria u otros elementos destinados a impedir la individualización de una persona cuando se 
empleen para ejecutar, promover, facilitar o participar en actos violentos, vandalismo, saqueo, bloqueo 
absoluto, afectación de corredores humanitarios o perturbación grave de infraestructura esencial. 

14. Orden Inmediata de Garantía: Acto operativo, verbal o escrito, digital o físico, emitido por la autoridad 
administrativa o de policía competente, mediante el cual se ordena de manera inmediata y focalizada 
habilitar corredores humanitarios, pasos mínimos, rutas alternas, accesos a infraestructura esencial, 
operación mínima de transporte o medidas urgentes para evitar o cesar una afectación grave de derechos 
de terceros. 
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CAPÍTULO III 
GARANTÍAS DE LA PROTESTA PACÍFICA 

 
ARTÍCULO 7°. RECONOCIMIENTO DEL DERECHO. Toda persona tiene derecho a reunirse, manifestarse y protestar 
pública y pacíficamente, individual o colectivamente, sin autorización previa, en los términos de la Constitución 
Política, los tratados internacionales de derechos humanos y la presente ley. 
 
El ejercicio de este derecho comprende la posibilidad de convocar, asistir, permanecer, expresarse, marchar, 
concentrarse, portar mensajes, utilizar medios simbólicos, elevar reclamos, formular exigencias y ejercer control 
ciudadano, siempre que la manifestación conserve su carácter pacífico. 
 
ARTÍCULO 8°. PROHIBICIÓN DE AUTORIZACIÓN PREVIA: El aviso previo previsto en esta ley tendrá finalidad 
exclusivamente preventiva, logística, protectora y de coordinación institucional. En ningún caso podrá utilizarse 
para prohibir, negar, condicionar ideológicamente, censurar o autorizar el ejercicio del derecho. 
 
ARTÍCULO 9°. GARANTÍAS MÍNIMAS: Durante el desarrollo de una protesta pacífica, las autoridades deberán 
garantizar: 
 
1. Acompañamiento institucional preventivo. 
2. Protección de la vida, integridad y seguridad de manifestantes y terceros. 
3. Respeto por periodistas, misión médica, gestores de convivencia, observadores, veedores y organismos de 

control. 
4. Rutas de diálogo y comunicación institucional. 
5. Información oportuna a la ciudadanía sobre cierres, desvíos, rutas alternas, horarios estimados y medidas 

de protección. 
6. Protección especial a niños, niñas, adolescentes, adultos mayores, personas con discapacidad, mujeres 

gestantes y personas en condición de vulnerabilidad. 
 
ARTÍCULO 10°. MANIFESTACIONES ESPONTÁNEAS. Las manifestaciones espontáneas estarán protegidas por la 
presente ley, aunque no exista aviso previo. En estos casos, las autoridades deberán adoptar medidas inmediatas 
de coordinación, gestión de movilidad, protección de manifestantes y terceros, garantía de corredores 
humanitarios y prevención de riesgos. 
 

CAPÍTULO IV 
AVISO PREVIO, COORDINACIÓN Y PLAN DE GARANTÍA A TERCEROS 

 
ARTÍCULO 11°. AVISO PREVIO: Cuando se trate de manifestaciones programadas, los organizadores o promotores 
deberán informar a la alcaldía competente, municipal o distrital, con al menos cuarenta y ocho (48) horas de 
anticipación, los siguientes datos mínimos: 
 
1. Objeto de la manifestación. 
2. Fecha y hora estimada de inicio. 
3. Lugar de concentración. 
4. Ruta o puntos de recorrido, cuando los haya. 
5. Lugar estimado de finalización. 
6. Número estimado de participantes. 
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7. Identificación de interlocutores o enlaces de coordinación. 
8. Información sobre posibles afectaciones de movilidad, infraestructura esencial o servicios públicos. 
9. Requerimientos de acompañamiento institucional. 
 
La falta de aviso previo no convierte en ilícito el ejercicio del derecho. No obstante, cuando se trate de 
manifestaciones programadas y la omisión del aviso impida adoptar medidas razonables de protección de 
terceros o de infraestructura esencial, dicha circunstancia podrá ser valorada por la autoridad para efectos de 
coordinación, prevención, intervención y eventual responsabilidad de los promotores u organizadores, conforme 
al debido proceso. 
 
ARTÍCULO 12°. RECEPCIÓN Y TRÁMITE DEL AVISO: La alcaldía municipal o distrital deberá disponer canales 
físicos, digitales, telefónicos y presenciales para recibir los avisos de manifestación. Además, deberá activar, 
cuando corresponda, las medidas de coordinación, gestión de movilidad, protección de derechos, 
acompañamiento institucional y garantía de terceros previstas en esta ley. 
 
ARTÍCULO 13°. PLAN DE GARANTÍA A TERCEROS: Cuando la manifestación programada pueda generar afectación 
relevante a la movilidad, infraestructura esencial, servicios de emergencia, transporte público, abastecimiento, 
actividades económicas o derechos de terceros o de la comunidad, la alcaldía municipal o distrital elaborará un 
Plan de Garantía a Terceros. 
 
El Plan de Garantía a Terceros no será requisito de autorización de la manifestación. Su finalidad será definir 
medidas mínimas para armonizar la protesta pacífica con los derechos de terceros. 
 
El plan podrá incluir: 
 
1. Rutas de movilización y desvíos razonables. 
2. Puntos de concentración y desconcentración. 
3. Corredores humanitarios. 
4. Pasos mínimos de movilidad. 
5. Protección de accesos a infraestructura esencial. 
6. Medidas de información pública a la ciudadanía. 
7. Puntos de atención médica o de emergencia. 
8. Enlaces de coordinación entre autoridades y organizadores. 
9. Protocolos de separación de personas violentas respecto de manifestantes pacíficos. 
10. Medidas preventivas frente a vandalismo, saqueo o daño a bienes públicos o privados. 
 
ARTÍCULO 14°. PUESTO DE MANDO UNIFICADO DE GARANTÍA DE PROTESTA Y DERECHOS DE TERCEROS (PMU-
GPT): Las alcaldías municipales o distritales deberán activar un Puesto de Mando Unificado de Garantía de 
Protesta y Derechos de Terceros (PMU-GPT) cuando se trate de manifestaciones de alto impacto, manifestaciones 
permanentes o eventos que puedan afectar infraestructura esencial, corredores estratégicos de movilidad, 
servicios de emergencia, centros de abastecimiento, sistemas de transporte masivo o derechos fundamentales 
de terceros o de la comunidad. 
 
El Puesto de Mando Unificado estará integrado, según la naturaleza del evento, por la alcaldía, la Policía Nacional, 
autoridades de movilidad, organismos de socorro, gestores de convivencia, salud, gobierno, personería, 
defensoría del pueblo, procuraduría, fiscalía cuando corresponda, y demás entidades competentes. 
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El Puesto de Mando Unificado tendrá funciones de coordinación, prevención, seguimiento, emisión de 
recomendaciones, activación y garantía de corredores humanitarios, registro de afectaciones y adopción de 
medidas inmediatas conforme a esta ley. 
 

CAPÍTULO V 
DEBERES 

 
ARTÍCULO 15°. DEBERES DE ORGANIZADORES Y PROMOTORES DE MANIFESTACIONES PROGRAMADAS: 
Quienes organicen, convoquen o promuevan manifestaciones programadas deberán: 
 
1. Presentar el aviso previo. 
2. Designar interlocutores para coordinación institucional. 
3. Informar a los participantes las rutas, horarios estimados, puntos de concentración y medidas de 

convivencia. 
4. Promover, por todos los medios, canales y mecanismos posibles, el carácter pacífico de la manifestación. 
5. Abstenerse de promover, financiar, facilitar o tolerar intencionalmente actos de violencia, vandalismo, 

saqueo, bloqueo absoluto, afectación de corredores humanitarios o daño a bienes públicos o privados. 
6. Colaborar con la habilitación de corredores humanitarios y pasos mínimos. 
7. Atender las comunicaciones institucionales relacionadas con riesgos graves, infraestructura esencial y 

derechos de terceros. 
8. Informar a las autoridades sobre riesgos conocidos de infiltración violenta, uso de elementos peligrosos, 

convocatorias a vandalismo o afectaciones graves. 
 
ARTÍCULO 16°. DEBERES DE QUIENES PARTICIPAN EN MANIFESTACIONES: Toda persona que participe en una 
protesta deberá ejercer sus derechos de manera pacífica y respetar los derechos de terceros y de la comunidad. 
 
En especial, deberá abstenerse de: 
 
1. Agredir a otras personas. 
2. Destruir, incendiar, dañar o vandalizar bienes públicos o privados. 
3. Saquear establecimientos, vehículos, estaciones, entidades públicas, comercios o bienes de terceros. 
4. Impedir deliberadamente el paso de ambulancias, bomberos, misión médica, personal de salud, vehículos 

de emergencia o de servicios públicos esenciales. 
5. Bloquear de manera absoluta o funcional infraestructura esencial o corredores estratégicos de movilidad. 
6. Impedir el acceso, salida u operación mínima de hospitales, clínicas, servicios de urgencias, aeropuertos, 

terminales, centros de abastecimiento, estaciones de bomberos, sistemas de transporte masivo o plantas 
de servicios públicos esenciales. 

7. Utilizar capuchas, máscaras, pasamontañas u otros elementos de ocultamiento de identidad para ejecutar o 
facilitar actos violentos o impedir la individualización de responsables. 

8. Portar, suministrar o emplear armas o elementos destinados a causar daño a personas, bienes o 
infraestructura. 

9. Amenazar, intimidar o coaccionar a ciudadanos, comerciantes, transportadores, servidores públicos, 
periodistas, misión médica o personas que no participen en la manifestación. 

 
ARTÍCULO 17°. CONDUCTAS NO AMPARADAS POR EL DERECHO A LA PROTESTA PACÍFICA: No se encuentran 
amparados por el derecho fundamental a la protesta pacífica los actos de violencia, vandalismo, saqueo, 
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destrucción de bienes públicos o privados, agresión contra personas, incendio, amenaza, intimidación, bloqueo 
absoluto, afectación de corredores humanitarios, obstrucción de servicios de emergencia, perturbación grave de 
infraestructura esencial o cualquier conducta que, por su naturaleza, desborde el ejercicio pacífico del derecho. 
 
La exclusión de protección prevista en este artículo se aplicará a las conductas individuales o colectivas que 
correspondan a tales actos, sin afectar la protección constitucional de quienes continúen ejerciendo 
pacíficamente su derecho. 
 
ARTÍCULO 18°. OCULTAMIENTO DELIBERADO DE IDENTIDAD: Se prohíbe la utilización de capuchas, máscaras, 
pasamontañas, cascos no asociados a protección ordinaria u otros elementos que cubran el rostro cuando tenga 
por finalidad impedir la identificación de quienes ejecuten, promuevan, faciliten o participen en actos de 
violencia, vandalismo, saqueo, agresión contra personas, destrucción de bienes públicos o privados, bloqueo 
absoluto, afectación de corredores humanitarios, perturbación grave de infraestructura esencial o cualquier otra 
conducta no amparada por la protesta pacífica. 
 
Cuando la autoridad advierta el uso de elementos de ocultamiento de identidad asociado a cualquiera de las 
conductas previstas en el inciso anterior, podrá adoptar medidas inmediatas, focalizadas y proporcionales de 
individualización, requerimiento de identificación, aislamiento, conducción cuando proceda, captura en 
flagrancia si hubiere lugar, y remisión a la autoridad competente, sin afectar el ejercicio pacífico del derecho de 
reunión y manifestación de las demás personas. 
 

CAPÍTULO VI 
MOVILIDAD, CORREDORES HUMANITARIOS E INFRAESTRUCTURA ESENCIAL 

 
ARTÍCULO 19°. CORREDORES HUMANITARIOS OBLIGATORIOS: En toda manifestación pública, programada o 
espontánea, deberán garantizarse corredores humanitarios permanentes, suficientes y seguros para permitir el 
paso de: 
 
1. Ambulancias. 
2. Bomberos. 
3. Misión médica. 
4. Personal de salud. 
5. Vehículos de atención de emergencias. 
6. Vehículos de servicios públicos esenciales (energía eléctrica, agua, aseo y gas). 
7. Organismos de socorro. 
8. Personas con discapacidad. 
9. Adultos mayores. 
10. Mujeres gestantes. 
11. Niños, niñas y adolescentes. 
12. Personas que requieran atención urgente o protección especial. 
 
La obstrucción deliberada de corredores humanitarios constituye afectación grave de derechos fundamentales y 
habilita la expedición de una Orden Inmediata de Garantía y la intervención inmediata, focalizada y proporcional 
de la autoridad. 
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ARTÍCULO 20°. PROTECCIÓN FUNCIONAL DE INFRAESTRUCTURA ESENCIAL: Las manifestaciones públicas no 
podrán impedir el ingreso, salida, operación mínima, atención de emergencias, evacuación, abastecimiento o 
continuidad funcional de infraestructura esencial. 
 
Para efectos de esta ley, estarán sujetos a protección funcional reforzada, entre otros: 
 
1. Hospitales, clínicas y servicios de urgencias. 
2. Estaciones de bomberos. 
3. Aeropuertos y terminales de transporte. 
4. Sistemas de transporte masivo y sus troncales, estaciones, portales, patios, talleres y centros de control. 
5. Centros de abastecimiento alimentario. 
6. Plantas, redes e instalaciones de servicios públicos esenciales. 
7. Corredores de atención de emergencias. 
8. Infraestructura de gestión del riesgo y atención de desastres. 
9. Accesos a establecimientos carcelarios, judiciales, administrativos o de seguridad cuando su bloqueo 

comprometa derechos fundamentales o servicios esenciales. 
 
La protección funcional implica la prohibición de bloquear la operación mínima, accesos indispensables, salida, 
evacuación, atención de emergencias o prestación esencial de los lugares señalados en este artículo. 
 
ARTÍCULO 21°. CORREDORES ESTRATÉGICOS DE MOVILIDAD: Las alcaldías distritales y municipales identificarán 
mediante acto administrativo general, público y motivado los corredores estratégicos de movilidad de su 
jurisdicción, atendiendo criterios de transporte público, movilidad esencial, abastecimiento, gestión del riesgo, 
acceso a servicios de salud, seguridad, conectividad territorial y continuidad de servicios esenciales. 
 
Podrán ser incluidos como corredores estratégicos de movilidad, entre otros, las troncales de sistemas de 
transporte masivo, vías arteriales principales, accesos a hospitales y clínicas, accesos a plantas de servicios 
públicos esenciales, rutas hacia aeropuertos y terminales, corredores de abastecimiento, accesos a centros 
logísticos y vías destinadas a la atención de emergencias. 
 
La identificación de corredores estratégicos tiene por finalidad permitir medidas reforzadas de coordinación, 
pasos mínimos, rutas alternas, corredores humanitarios y respuesta inmediata frente a bloqueos absolutos o 
funcionales. 
 
ARTÍCULO 22°. BLOQUEOS ABSOLUTOS Y FUNCIONALES: Se prohíben los bloqueos absolutos o funcionales que 
impidan de manera total, grave y no transitoria la movilidad esencial, el transporte público, el paso de vehículos 
de emergencia, el abastecimiento básico, el acceso a infraestructura esencial o el ejercicio de derechos 
fundamentales de terceros. 
 
No constituirá bloqueo absoluto la afectación temporal, razonable y proporcional de la movilidad propia de una 
marcha, concentración o manifestación pacífica, siempre que se permitan corredores humanitarios, pasos 
mínimos o rutas alternas razonables cuando ello sea necesario para proteger derechos de terceros. 
 
ARTÍCULO 23°. PRESUNCIONES DE AFECTACIÓN GRAVE: Para efectos de esta ley, se presume la existencia de 
afectación grave, real e inminente de derechos de terceros cuando, con ocasión de una manifestación pública, se 
presente cualquiera de los siguientes eventos: 
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1. Obstrucción del paso de ambulancias, bomberos, misión médica, personal de salud o vehículos de 

emergencia. 
2. Bloqueo del ingreso, salida u operación mínima de hospitales, clínicas o servicios de urgencias. 
3. Bloqueo absoluto o funcional de aeropuertos, terminales de transporte o centros de abastecimiento. 
4. Bloqueo absoluto o funcional de troncales de sistemas de transporte masivo, vías arteriales principales o 

corredores estratégicos de movilidad. 
5. Bloqueo absoluto o funcional de plantas de servicios públicos esenciales. 
6. Impedimento de rutas de abastecimiento básico de alimentos, medicamentos, combustibles o bienes 

indispensables. 
7. Daño, destrucción, incendio o vandalismo contra bienes públicos o privados. 
8. Saqueo o intento de saqueo de establecimientos comerciales, vehículos, estaciones, bodegas, entidades 

públicas o bienes de terceros. 
9. Agresión contra personas, servidores públicos, misión médica, periodistas, gestores de convivencia, 

defensores de derechos humanos o ciudadanos no participantes. 
10. Utilización de elementos de ocultamiento de identidad asociada a actos violentos o de vandalismo. 
11. Afectación grave de servicios públicos esenciales o infraestructura de atención de emergencias. 
 
La presunción prevista en este artículo habilita a la autoridad competente para adoptar una Orden Inmediata de 
Garantía y medidas de intervención inmediata, focalizadas y proporcionales, sin perjuicio del debido proceso. 
 

CAPÍTULO VII 
ORDEN INMEDIATA DE GARANTÍA Y RESPUESTA INSTITUCIONAL 

 
ARTÍCULO 24°. ORDEN INMEDIATA DE GARANTÍA: Créase la Orden Inmediata de Garantía como herramienta 
administrativa y operativa para proteger derechos fundamentales de terceros, corredores humanitarios, 
infraestructura esencial, movilidad esencial, abastecimiento básico y servicios de emergencia frente a 
afectaciones graves, reales e inminentes ocurridas con ocasión de manifestaciones públicas. 
 
La Orden Inmediata de Garantía podrá ser expedida por el alcalde municipal o distrital, su delegado competente, 
la autoridad administrativa a cargo del Puesto de Mando Unificado de Garantía de Protesta y Derechos de 
Terceros (PMU-GPT), la autoridad de policía en el lugar de los hechos o el comandante operativo responsable, 
según la urgencia y circunstancias del caso. 
 
ARTÍCULO 25°. CONTENIDO DE LA ORDEN INMEDIATA DE GARANTÍA: La Orden Inmediata de Garantía deberá 
indicar: 
 
1. Lugar de la afectación. 
2. Hecho que configura el riesgo o daño grave. 
3. Derecho, servicio, infraestructura o corredor afectado. 
4. Medida ordenada. 
5. Alcance territorial y temporal. 
6. Autoridad responsable de la ejecución. 
7. Medios de verificación y registro. 
8. Advertencia sobre consecuencias de incumplimiento. 
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Parágrafo: Cuando la Orden Inmediata de Garantía se emita verbalmente por razones de urgencia, la autoridad 
deberá dejar constancia escrita, digital, radial, audiovisual o en bitácora operativa tan pronto como las 
circunstancias lo permitan, indicando los elementos esenciales de la orden y las razones que justificaron su 
expedición inmediata. 
 
ARTÍCULO 26°. MEDIDAS QUE PUEDE CONTENER LA ORDEN INMEDIATA DE GARANTÍA: La Orden Inmediata de 
Garantía podrá disponer, entre otras medidas: 
 
1. Habilitación inmediata de corredores humanitarios. 
2. Habilitación de pasos mínimos de movilidad. 
3. Desbloqueo de accesos a hospitales, clínicas, servicios de urgencias, estaciones de bomberos, aeropuertos, 

terminales, centros de abastecimiento o sistemas de transporte. 
4. Retiro de obstáculos físicos que impidan la movilidad esencial o el paso de emergencias. 
5. Reubicación focalizada de manifestantes cuando sea indispensable para proteger infraestructura esencial. 
6. Aislamiento de personas que ejecuten actos violentos respecto de manifestantes pacíficos. 
7. Protección de bienes públicos o privados bajo amenaza grave. 
8. Habilitación de rutas alternas. 
9. Restablecimiento de la operación mínima de sistemas de transporte o servicios esenciales. 
10. Intervención focalizada de la autoridad cuando la medida sea necesaria, proporcional y no exista medio 

menos lesivo eficaz. 
 
ARTÍCULO 27°. RESPUESTA INMEDIATA POR AFECTACIÓN GRAVE: Cuando se configure cualquiera de las 
presunciones de afectación grave previstas en esta ley, o cuando la autoridad constate riesgo grave, real e 
inminente para la vida, la salud, la seguridad, la movilidad esencial, el abastecimiento, corredores humanitarios 
o infraestructura esencial, no será obligatorio agotar etapas previas de mediación, diálogo o concertación si la 
demora puede consumar o agravar la afectación. 
 
En tales eventos, la autoridad podrá actuar de manera inmediata, focalizada y proporcional para restablecer el 
corredor humanitario, paso mínimo, acceso, salida, operación esencial o derecho afectado. 
 
ARTÍCULO 28°. DIFERENCIACIÓN E INTERVENCIÓN FOCALIZADA: La actuación de la autoridad deberá orientarse 
prioritariamente a diferenciar, individualizar y aislar a las personas que ejecuten actos violentos, vandalismo, 
saqueo, bloqueo absoluto o afectación grave de derechos de terceros, evitando afectar a quienes ejerzan 
pacíficamente el derecho de reunión y manifestación. 
 
Cuando la separación no sea materialmente posible, o cuando la violencia o afectación grave comprometa de 
forma inminente derechos fundamentales de terceros, la autoridad podrá ordenar la dispersión parcial o total 
del punto afectado, siempre bajo criterios de necesidad, proporcionalidad, focalización y control posterior. 
 
ARTÍCULO 29°. USO DE LA FUERZA: El uso de la fuerza por parte de la Policía Nacional y demás autoridades 
competentes se regirá por la Constitución, la ley, los estándares internacionales de derechos humanos, los 
principios de legalidad, necesidad, proporcionalidad, diferenciación, precaución y rendición de cuentas, y los 
protocolos vigentes que sean compatibles con esta ley. 
 
La fuerza solo podrá emplearse cuando resulte estrictamente necesaria y proporcional para proteger la vida, 
integridad, seguridad, corredores humanitarios, infraestructura esencial o derechos fundamentales de terceros, 
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y cuando, atendidas las circunstancias concretas, los medios de diálogo, gestión, contención o intervención 
menos lesivos no sean suficientes o no sean exigibles por la gravedad, inmediatez o inevitabilidad del riesgo. 
 
ARTÍCULO 30°. REGISTRO Y TRAZABILIDAD DE LA ACTUACIÓN: Toda actuación de intervención inmediata, 
expedición de Orden Inmediata de Garantía, dispersión, uso de fuerza, captura, conducción o medida correctiva 
deberá contar con registro operativo suficiente. 
 
El registro podrá realizarse mediante informes, bitácoras, medios audiovisuales, cámaras corporales, cámaras 
institucionales, reportes del Puesto de Mando Unificado de Garantía de Protesta y Derechos de Terceros (PMU-
GPT), actas de autoridad o cualquier otro medio idóneo. 
 
El uso de tecnologías de registro deberá respetar la intimidad, habeas data, libertad de expresión, libertad de 
asociación y derecho a la protesta pacífica. En ningún caso podrá utilizarse para persecución, estigmatización o 
elaboración de perfiles de manifestantes pacíficos. 
 

CAPÍTULO VIII 
RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD, MEDIDAS CORRECTIVAS, REMISIONES SANCIONATORIAS Y REPARACIÓN 

POR ACTOS NO AMPARADOS POR LA PROTESTA PACÍFICA 
 
ARTÍCULO 31°. ÁMBITO DEL RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD: El presente capítulo regula las consecuencias 
administrativas, correctivas, reparadoras y de remisión a las autoridades competentes aplicables a las conductas 
no amparadas por el derecho fundamental a la reunión expresado en la manifestación pública y protesta pacífica. 
 
Las disposiciones aquí previstas no sancionan la convocatoria, participación o permanencia en una protesta 
pacífica, ni la expresión de ideas, reclamos, críticas, denuncias, reivindicaciones o posiciones sociales, políticas, 
económicas, culturales, ambientales, comunitarias o de cualquier otra naturaleza protegida por la Constitución. 
 
Las medidas establecidas en este capítulo procederán únicamente frente a conductas individualizadas que 
constituyan actos de violencia, vandalismo, saqueo, daño a bienes públicos o privados, agresión contra personas, 
bloqueo absoluto o funcional, afectación de corredores humanitarios, perturbación grave de infraestructura 
esencial, incumplimiento de órdenes inmediatas de garantía o cualquier otra conducta expresamente excluida 
de la protección de la protesta pacífica conforme a esta ley. 
 
ARTÍCULO 32°. RESPONSABILIDAD INDIVIDUAL: Toda persona que, con ocasión de una manifestación pública, 
ejecute, promueva, financie, facilite, dirija o participe en actos no amparados por la protesta pacífica responderá 
individualmente conforme al régimen administrativo, policivo, civil, fiscal, disciplinario o penal aplicable, según 
corresponda. 
 
La responsabilidad deberá fundarse en la individualización de la conducta, la existencia de elementos objetivos 
de atribución, la valoración probatoria, el respeto del debido proceso y la determinación del nexo causal entre la 
conducta y la afectación producida. 
 
En ningún caso habrá responsabilidad objetiva, colectiva o por simple pertenencia, asistencia, convocatoria o 
participación pacífica en la manifestación. 
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ARTÍCULO 33°. MEDIDAS INMEDIATAS NO SANCIONATORIAS: Cuando se presenten actos no amparados por la 
protesta pacífica, la autoridad administrativa o de policía competente podrá adoptar medidas inmediatas, 
focalizadas y proporcionales para evitar la consumación o agravación del daño. 
 
Estas medidas tendrán naturaleza preventiva, protectora y de restablecimiento inmediato de derechos, y podrán 
incluir: 
 
1. Expedición de Orden Inmediata de Garantía. 
2. Habilitación de corredores humanitarios. 
3. Habilitación de pasos mínimos de movilidad. 
4. Desbloqueo funcional de accesos a infraestructura esencial. 
5. Retiro de obstáculos que impidan la circulación de vehículos de emergencia, transporte público esencial, 

abastecimiento básico o acceso a servicios indispensables. 
6. Aislamiento de personas que ejecuten actos violentos respecto de manifestantes pacíficos. 
7. Requerimiento de identificación en los casos previstos por la Constitución, la ley y los procedimientos 

aplicables. 
8. Registro operativo, audiovisual o documental de la actuación, con respeto de la protección de datos 

personales. 
9. Decomiso, inmovilización, remoción o puesta a disposición de elementos utilizados para afectar derechos 

de terceros, cuando proceda conforme a la ley. 
10. Captura en flagrancia cuando la conducta constituya delito y se configuren los presupuestos del Código de 

Procedimiento Penal. 
 

Estas medidas no sustituyen la imposición de medidas correctivas, sanciones administrativas, reparación de 
daños ni la remisión a la autoridad penal, disciplinaria, fiscal o civil competente. 
 
ARTÍCULO 34°. COMPORTAMIENTOS ESPECIALES CONTRARIOS A LA GARANTÍA DE LA PROTESTA PACÍFICA Y A 
LOS DERECHOS DE TERCEROS: Constituyen comportamientos especiales contrarios a la garantía de la protesta 
pacífica y a los derechos de terceros, sin perjuicio de los delitos, faltas disciplinarias, daños civiles, 
responsabilidades fiscales o medidas policivas que correspondan, los siguientes: 
 
1. Incumplir una Orden Inmediata de Garantía legalmente emitida por autoridad competente. 
2. Obstruir, impedir, cerrar, desviar violentamente o dificultar deliberadamente un corredor humanitario. 
3. Impedir el paso de ambulancias, bomberos, misión médica, organismos de socorro, vehículos de 

emergencia, vehículos de servicios públicos esenciales o personas que requieran atención urgente. 
4. Bloquear de manera absoluta o funcional infraestructura esencial, corredores estratégicos de movilidad, 

troncales de transporte masivo, vías arteriales principales, centros de abastecimiento, terminales, 
aeropuertos, hospitales, clínicas, servicios de urgencias, estaciones de bomberos o instalaciones 
indispensables para la prestación de servicios esenciales. 

5. Ejecutar actos de vandalismo, destrucción, deterioro, incendio o daño contra bienes públicos, bienes 
privados, mobiliario urbano, estaciones, vehículos, sistemas de transporte, redes, sedes institucionales, 
comercios, viviendas o infraestructura esencial. 

6. Participar en saqueos, intentos de saqueo, ocupaciones violentas o afectaciones materiales contra 
establecimientos comerciales, bodegas, vehículos, entidades públicas o bienes de terceros. 
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7. Agredir, amenazar, intimidar o coaccionar a manifestantes pacíficos, ciudadanos no participantes, 
comerciantes, periodistas, misión médica, gestores de convivencia, servidores públicos, autoridades de 
policía, defensores de derechos humanos u observadores. 

8. Utilizar capuchas, máscaras, pasamontañas u otros elementos de ocultamiento deliberado de identidad para 
ejecutar, facilitar o encubrir actos violentos, vandalismo, saqueo, bloqueo absoluto o funcional, afectación 
de corredores humanitarios o daño a bienes públicos o privados. 

9. Promover, dirigir, financiar, facilitar, suministrar medios, aportar recursos, coordinar o instruir la ejecución 
de actos violentos, vandalismo, saqueo, bloqueo absoluto o funcional, daño a bienes públicos o privados o 
afectación de infraestructura esencial. 

10. Alterar, destruir, desactivar, bloquear o impedir el funcionamiento de sistemas de alarma, señalización, 
puertas, accesos, rutas de evacuación, sistemas de emergencia o dispositivos destinados a proteger la vida, 
la seguridad, la movilidad o la operación de infraestructura esencial. 

 
ARTÍCULO 35°. MULTAS ESPECIALES Y MEDIDAS CORRECTIVAS: Los comportamientos previstos en el artículo 
anterior darán lugar, según su gravedad, a la imposición de las siguientes multas especiales y medidas correctivas, 
sin perjuicio de las demás responsabilidades a que haya lugar: 
 
1. Por incumplir una Orden Inmediata de Garantía: multa de dieciséis (16) a treinta y dos (32) salarios mínimos 

diarios legales vigentes, y orden de cumplimiento inmediato de la medida. 
2. Por obstruir corredores humanitarios o impedir el paso de vehículos de emergencia, misión médica, 

bomberos, organismos de socorro o personas que requieran atención urgente: multa de treinta y dos (32) a 
sesenta y cuatro (64) salarios mínimos diarios legales vigentes, habilitación inmediata del corredor y 
remisión a la autoridad penal cuando la conducta pueda constituir delito. 

3. Por realizar bloqueo absoluto o funcional de infraestructura esencial, corredores estratégicos de movilidad, 
sistemas de transporte masivo, vías arteriales principales, centros de abastecimiento, aeropuertos, 
terminales, hospitales, clínicas, servicios de urgencias, plantas de servicios públicos esenciales o estaciones 
de bomberos: multa de treinta y dos (32) a sesenta y cuatro (64) salarios mínimos diarios legales vigentes, 
orden de desbloqueo funcional, retiro de obstáculos y restablecimiento de pasos mínimos. 

4. Por ejecutar actos de vandalismo, daño, destrucción o deterioro de bienes públicos o privados: multa de 
treinta y dos (32) a sesenta y cuatro (64) salarios mínimos diarios legales vigentes, reparación material 
obligatoria del daño causado y remisión a la autoridad competente cuando corresponda. 

5. Por participar en saqueos, intentos de saqueo, ocupaciones violentas o afectaciones materiales contra 
establecimientos, vehículos, sedes, viviendas, entidades públicas o bienes de terceros: multa de sesenta y 
cuatro (64) salarios mínimos diarios legales vigentes, reparación material de los daños causados y remisión 
inmediata a la autoridad penal cuando la conducta pueda constituir delito. 

6. Por usar elementos de ocultamiento deliberado de identidad para ejecutar, facilitar o encubrir actos 
violentos, vandalismo, saqueo, bloqueo absoluto o funcional, afectación de corredores humanitarios o daño 
a bienes públicos o privados: multa de dieciséis (16) a treinta y dos (32) salarios mínimos diarios legales 
vigentes, sin perjuicio de la aplicación de las agravantes penales o administrativas que correspondan. 

7. Por promover, financiar, dirigir, facilitar, coordinar o suministrar medios para actos violentos, vandalismo, 
saqueo, bloqueo absoluto o funcional, afectación de corredores humanitarios, daño a bienes públicos o 
privados o perturbación grave de infraestructura esencial: multa de sesenta y cuatro (64) salarios mínimos 
diarios legales vigentes para personas naturales, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, fiscales, 
disciplinarias o penales aplicables. 

8. Cuando la conducta sea atribuible a una persona jurídica y se acredite que sus recursos, medios, canales, 
instalaciones, instrucciones o representantes fueron utilizados para promover, financiar, dirigir o facilitar 
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actos violentos o afectaciones graves, podrá imponerse multa de cincuenta (50) a quinientos (500) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes, conforme a la gravedad de la conducta, capacidad económica, daño 
causado y grado de participación acreditado. 
 

Parágrafo 1°: Las multas previstas en este artículo se impondrán mediante procedimiento que garantice debido 
proceso, derecho de defensa, contradicción, valoración probatoria, motivación de la decisión e impugnación. 
 
Parágrafo 2°: La imposición de multa no excluye la reparación material del daño, la remisión penal, la 
responsabilidad civil, la responsabilidad fiscal, la responsabilidad disciplinaria ni las medidas correctivas previstas 
en el Código Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana. 
 
Parágrafo 3°: En ningún caso las sanciones previstas en este artículo podrán fundarse exclusivamente en la 
convocatoria a la protesta, la participación pacífica, la pertenencia a una organización, la expresión de ideas, la 
crítica al Gobierno o a particulares, ni el ejercicio legítimo de derechos constitucionales. 
 
ARTÍCULO 36°. REPARACIÓN MATERIAL OBLIGATORIA: Quien cause daño material a bienes públicos o privados 
con ocasión de conductas no amparadas por la protesta pacífica estará obligado a reparar, restituir, reponer, 
reconstruir o pagar el valor del daño causado, sin perjuicio de las acciones civiles, fiscales, administrativas o 
penales a que haya lugar. 
 
La orden de reparación material podrá comprender: 
 
1. Reposición del bien afectado. 
2. Pago del costo de reparación. 
3. Limpieza, recuperación o restitución del espacio afectado. 
4. Pago de daños emergentes debidamente acreditados. 
5. Reintegro de recursos públicos utilizados para atender, reparar o mitigar el daño. 
6. Las demás medidas necesarias para restablecer materialmente la situación alterada. 
 
Cuando el daño recaiga sobre bienes públicos, infraestructura esencial, sistemas de transporte, mobiliario 
urbano, redes de servicios, centros de atención ciudadana, sedes institucionales o bienes destinados a la 
prestación de servicios esenciales, la entidad titular, administradora o responsable del bien deberá reportar el 
daño, cuantificarlo y promover las acciones de cobro, reparación, repetición o recuperación que correspondan. 
 
ARTÍCULO 37°. RESPONSABILIDAD DE ORGANIZADORES, PROMOTORES, FINANCIADORES Y FACILITADORES. 
Los organizadores, promotores, financiadores, patrocinadores o facilitadores de una manifestación pública no 
responderán automáticamente por actos cometidos por terceros. 
 
No obstante, responderán cuando se acredite que promovieron, ordenaron, financiaron, dirigieron, facilitaron, 
suministraron medios, instruyeron, coordinaron o participaron en actos violentos, vandalismo, saqueo, bloqueo 
absoluto o funcional, afectación de corredores humanitarios, daño a bienes públicos o privados o perturbación 
grave de infraestructura esencial. 
 
La responsabilidad procederá únicamente cuando exista conocimiento efectivo, aporte material o funcional, dolo 
o culpa grave y nexo causal verificable con la afectación producida. 
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La autoridad competente deberá diferenciar entre la convocatoria o promoción legítima de una manifestación 
pacífica y la promoción, financiación, facilitación o dirección de actos no amparados por la protesta pacífica. 
 
ARTÍCULO 38°. RESPONSABILIDAD DE PERSONAS JURÍDICAS, ORGANIZACIONES, COLECTIVOS O 
AGRUPACIONES: Las personas jurídicas responderán administrativamente cuando se acredite que sus recursos, 
canales oficiales, representantes, medios logísticos, instalaciones, instrucciones o mecanismos de financiación 
fueron utilizados para promover, financiar, facilitar, coordinar o ejecutar actos no amparados por la protesta 
pacífica. 
 
La responsabilidad no podrá fundarse exclusivamente en la existencia jurídica de la organización, su objeto social, 
sus ideas, su orientación política, social o comunitaria, la convocatoria a una manifestación pacífica, la 
participación de algunos de sus miembros o la pertenencia individual de una persona a dicha organización. 
 
Cuando se trate de organizaciones, colectivos, plataformas, movimientos, asociaciones o agrupaciones sin 
personería jurídica, la responsabilidad administrativa, civil, fiscal, disciplinaria o penal recaerá exclusivamente 
sobre las personas naturales o jurídicas individualizadas que hubieren promovido, financiado, facilitado, 
coordinado o ejecutado las conductas no amparadas por la protesta pacífica, conforme al debido proceso. 
 
Cuando los hechos puedan constituir delito, falta disciplinaria, daño fiscal o fuente de responsabilidad civil, la 
autoridad que conozca del caso deberá remitir la información a la autoridad competente. 
 
ARTÍCULO 39°. CRITERIOS DE GRADUACIÓN DE LAS MEDIDAS Y SANCIONES: Para graduar las multas, medidas 
correctivas, órdenes de reparación y demás consecuencias previstas en este capítulo, la autoridad competente 
deberá tener en cuenta: 
 
1. La gravedad de la conducta. 
2. La afectación real o potencial a la vida, salud, integridad, seguridad, movilidad esencial, abastecimiento o 

servicios esenciales. 
3. La duración de la afectación. 
4. El número de personas afectadas. 
5. La existencia de daño material a bienes públicos o privados. 
6. La afectación de sujetos de especial protección constitucional. 
7. La obstrucción de corredores humanitarios o vehículos de emergencia. 
8. La afectación de infraestructura esencial. 
9. La utilización de ocultamiento deliberado de identidad para facilitar o encubrir la conducta. 
10. La reincidencia. 
11. La actuación coordinada o financiada. 
12. La colaboración efectiva para cesar la conducta, reparar el daño, identificar responsables o restablecer 

derechos afectados. 
13. La capacidad económica del infractor, especialmente cuando se trate de personas jurídicas u organizaciones. 
14. La proporcionalidad entre la medida impuesta y la afectación causada. 

 
ARTÍCULO 40°. AGRAVANTES ADMINISTRATIVAS ESPECIALES: Las multas y medidas correctivas previstas en este 
capítulo podrán imponerse en el máximo del rango aplicable cuando concurra cualquiera de las siguientes 
circunstancias: 
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1. Que la conducta afecte corredores humanitarios. 
2. Que la conducta impida la atención de emergencias. 
3. Que la conducta afecte hospitales, clínicas, servicios de urgencias, estaciones de bomberos, centros de 

abastecimiento, aeropuertos, terminales, plantas de servicios públicos esenciales o sistemas de transporte 
masivo. 

4. Que la conducta produzca afectación grave a niños, niñas, adolescentes, adultos mayores, personas con 
discapacidad, mujeres gestantes, personas enfermas o personas en situación de vulnerabilidad. 

5. Que se utilicen elementos de ocultamiento deliberado de identidad para facilitar o encubrir la conducta. 
6. Que exista coordinación, financiación, suministro de medios o distribución de instrucciones orientadas a la 

ejecución de actos violentos. 
7. Que la conducta se repita en diferentes puntos o momentos con el fin de dificultar la actuación de la 

autoridad. 
8. Que se impida, altere o destruya la operación de sistemas de alarma, rutas de evacuación, señalización, 

puertas, accesos o mecanismos de seguridad de infraestructura esencial. 
 

ARTÍCULO 41°. PROCEDIMIENTO Y AUTORIDAD COMPETENTE: Las multas especiales, medidas correctivas y 
órdenes de reparación previstas en este capítulo serán impuestas por la autoridad de policía competente, 
conforme al procedimiento previsto en el Código Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana, en cuanto sea 
compatible con esta ley. 
 
Cuando la conducta deba ser conocida por otra autoridad administrativa, disciplinaria, fiscal, civil o penal, la 
autoridad de policía o la alcaldía municipal o distrital realizará la remisión correspondiente, sin perjuicio de 
adoptar las medidas inmediatas de protección, restablecimiento, registro, identificación y garantía previstas en 
esta ley y sin perjuicio del derecho de denuncia por hechos delictivos o conductas ilícitas de que gozan todos los 
ciudadanos. 
 
Las decisiones deberán ser motivadas, individualizadas y fundadas en elementos objetivos. En todo caso, se 
garantizará el derecho de defensa, contradicción, impugnación, presunción de inocencia y debido proceso. 
 
ARTÍCULO 42°. REMISIÓN PENAL Y FLAGRANCIA: Cuando las conductas previstas en este capítulo puedan 
constituir delito, la autoridad competente deberá poner los hechos en conocimiento inmediato de la Fiscalía 
General de la Nación. 
 
En especial, se remitirá a la autoridad penal cuando existan hechos relacionados con daño en bien ajeno, 
amenazas, instigación a delinquir, perturbación en servicio de transporte público, obstrucción a vías públicas que 
afecte el orden público, circunstancias de agravación por ocultamiento de identidad, violencia contra servidor 
público, obstrucción a la función pública, lesiones personales, incendio, hurto, concierto para delinquir, 
terrorismo o cualquier otra conducta prevista en la legislación penal. 
 
Cuando se configure situación de flagrancia, las autoridades procederán conforme a las disposiciones 
establecidas dentro del Código de Procedimiento Penal vigente y demás normas aplicables. 
 
La remisión penal no suspende la adopción de medidas inmediatas de garantía, medidas correctivas, órdenes de 
reparación material o actuaciones administrativas previstas en esta ley, siempre que se respeten el debido 
proceso y el principio de no doble sanción por el mismo hecho, fundamento y finalidad. 
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ARTÍCULO 43°. REMISIÓN DISCIPLINARIA: Cuando existan elementos que permitan inferir que un servidor 
público participó, promovió, financió, facilitó, toleró dolosamente, omitió injustificadamente sus deberes, abusó 
de sus funciones o se extralimitó en el ejercicio de ellas frente a actos no amparados por la protesta pacífica, la 
autoridad que conozca del hecho deberá remitir la información a la Procuraduría General de la Nación, a la 
personería competente o a la oficina de control disciplinario interno, según corresponda. 
 
La responsabilidad disciplinaria se regirá por el Código General Disciplinario y las normas que lo modifiquen, 
adicionen o sustituyan. 
 
La presente disposición también aplicará frente a actuaciones de servidores públicos que, con ocasión de la 
protesta, vulneren derechos fundamentales, incumplan protocolos de uso de la fuerza, omitan injustificadamente 
la protección de corredores humanitarios o infraestructura esencial, o impidan el ejercicio pacífico del derecho 
de reunión y manifestación. 
 
ARTÍCULO 44°. REGISTRO, COBRO Y CUMPLIMIENTO DE MEDIDAS: Las multas, medidas correctivas y órdenes 
de reparación impuestas conforme a este capítulo deberán registrarse en el sistema que corresponda, incluyendo 
el Registro Nacional de Medidas Correctivas cuando resulte aplicable, y en el Sistema Nacional de Información 
sobre Protesta, Afectaciones y Garantías previsto en esta ley. 
 
El incumplimiento de multas y órdenes de reparación dará lugar a las consecuencias, intereses, reportes, 
restricciones y cobro coactivo previstos en el Código Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana, en el Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y en las demás normas aplicables. 
 
Las autoridades territoriales y las entidades públicas afectadas deberán adelantar oportunamente las gestiones 
de cobro, recuperación de recursos, reparación de bienes y repetición contra los responsables individualizados, 
cuando haya lugar. 
 
ARTÍCULO 45°. COMPATIBILIDAD DE REGÍMENES Y PROHIBICIÓN DE DOBLE SANCIÓN: Las medidas previstas en 
este capítulo son compatibles con las responsabilidades penales, disciplinarias, fiscales, civiles, policivas y 
administrativas que correspondan, siempre que cada régimen proteja bienes jurídicos o finalidades distintas y se 
respeten las garantías del debido proceso. 
 
Nadie podrá ser sancionado dos veces dentro del mismo régimen por los mismos hechos, con el mismo 
fundamento y la misma finalidad. 
 
La aplicación de este capítulo deberá preservar en todo momento la garantía del derecho fundamental a la 
protesta pacífica y la diferenciación entre manifestantes pacíficos y personas que ejecuten, promuevan, financien 
o faciliten conductas no amparadas por la Constitución y la ley. 
 

CAPÍTULO IX 
TRANSPARENCIA, CONTROL Y RENDICIÓN DE CUENTAS 

 
ARTÍCULO 46°. SISTEMA NACIONAL DE INFORMACIÓN SOBRE PROTESTA, AFECTACIONES Y GARANTÍAS: Créase 
el Sistema Nacional de Información sobre Protesta, Afectaciones y Garantías, administrado por el Ministerio del 
Interior, como herramienta de consolidación, análisis, trazabilidad y seguimiento de la información relacionada 
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con el ejercicio de la protesta pacífica, la protección de terceros, las afectaciones graves y la actuación 
institucional. 
 
El sistema integrará información reportada por alcaldías municipales y distritales, gobernaciones, Policía 
Nacional, autoridades de movilidad, salud, gestión del riesgo, servicios públicos, entidades operadoras de 
infraestructura esencial, personerías, Defensoría del Pueblo, Procuraduría General de la Nación, Fiscalía General 
de la Nación cuando corresponda, y demás autoridades competentes. 
 
ARTÍCULO 47°. INFORMACIÓN MÍNIMA DEL SISTEMA: El Sistema Nacional de Información sobre Protesta, 
Afectaciones y Garantías deberá consolidar, como mínimo, información sobre: 
 
1. Manifestaciones programadas y espontáneas. 
2. Avisos previos recibidos. 
3. Planes de Garantía a Terceros elaborados. 
4. Activaciones del PMU-GPT. 
5. Corredores humanitarios habilitados. 
6. Órdenes Inmediatas de Garantía expedidas. 
7. Presunciones de afectación grave configuradas. 
8. Bloqueos absolutos o funcionales reportados. 
9. Afectaciones a corredores estratégicos de movilidad e infraestructura esencial. 
10. Daños a bienes públicos y privados. 
11. Medidas correctivas, multas especiales y órdenes de reparación material impuestas. 
12. Remisiones penales, disciplinarias, fiscales, policivas, civiles o administrativas realizadas. 
13. Actuaciones de intervención inmediata, dispersión, conducción, captura o uso de la fuerza. 
14. Quejas por abuso de autoridad, uso indebido de la fuerza o vulneración del derecho a la protesta pacífica. 
15. Medidas de reparación, recuperación o cobro adelantadas. 
16. Resultados de evaluación, seguimiento, prevención y mejora institucional. 
 
ARTÍCULO 48°. PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES Y FINALIDAD DE LA INFORMACIÓN: La información 
incorporada al Sistema Nacional de Información sobre Protesta, Afectaciones y Garantías deberá tratarse de 
conformidad con la Constitución, el régimen de protección de datos personales, el derecho a la intimidad, el 
habeas data, la libertad de expresión, la libertad de asociación y el derecho fundamental a la protesta pacífica. 
 
La información no podrá utilizarse para persecución, estigmatización, elaboración de perfiles ideológicos, 
políticos, sindicales, estudiantiles, comunitarios o sociales, ni para restringir el ejercicio pacífico de derechos 
constitucionales. 
 
El tratamiento de datos personales deberá atender criterios de finalidad, necesidad, circulación restringida, 
seguridad, confidencialidad, temporalidad, acceso controlado y responsabilidad demostrada. 
 
ARTÍCULO 49°. INFORMES PÚBLICOS: El Ministerio del Interior publicará anualmente un informe nacional sobre 
la implementación de la presente ley. 
 
El informe deberá contener, como mínimo: 

 
1. Balance del ejercicio del derecho a la protesta pacífica. 
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2. Número de manifestaciones programadas y espontáneas reportadas. 
3. Número de Planes de Garantía a Terceros elaborados. 
4. Número de PMU-GPT activados. 
5. Número y tipo de Órdenes Inmediatas de Garantía expedidas. 
6. Afectaciones graves reportadas. 
7. Daños a bienes públicos y privados. 
8. Medidas correctivas, multas, órdenes de reparación y remisiones realizadas. 
9. Quejas por abuso de autoridad o uso indebido de la fuerza. 
10. Avances en reparación, recuperación de recursos y cobro contra responsables. 
11. Recomendaciones normativas, administrativas y operativas. 
 
ARTÍCULO 50°. CONTROL DEL MINISTERIO PÚBLICO: La Procuraduría General de la Nación, la Defensoría del 
Pueblo y las personerías municipales y distritales ejercerán vigilancia preventiva y control sobre la garantía del 
derecho fundamental a la reunión expresado en la manifestación pública y protesta pacífica, la protección de 
derechos de terceros, la expedición y ejecución de Órdenes Inmediatas de Garantía, el uso de la fuerza, la 
imposición de medidas correctivas y la implementación de esta ley. 
 
El Ministerio Público podrá formular alertas, recomendaciones, requerimientos, informes preventivos y 
solicitudes de ajuste institucional cuando advierta riesgos de vulneración de derechos fundamentales, 
afectaciones graves a terceros, abuso de autoridad, omisión de deberes institucionales o incumplimiento de las 
obligaciones previstas en esta ley. 
 

CAPÍTULO X 
ARMONIZACIÓN NORMATIVA 

 
ARTÍCULO 51°. ARMONIZACIÓN CON EL CÓDIGO NACIONAL DE SEGURIDAD Y CONVIVENCIA CIUDADANA: El 
Código Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana se aplicará en lo no regulado por esta ley, siempre que 
sus disposiciones sean compatibles con la naturaleza fundamental del derecho a la reunión expresado en la 
manifestación pública y protesta pacífica, la reserva de ley estatutaria, los principios de legalidad, necesidad, 
proporcionalidad, diferenciación, debido proceso y no estigmatización. 
 
Las medidas de policía previstas en dicho código podrán emplearse frente a conductas no amparadas por la 
protesta pacífica, de conformidad con esta ley y con respeto del debido proceso, la individualización de la 
conducta, la proporcionalidad y el derecho de defensa. 
 
ARTÍCULO 52°. PRECEDENTE CONSTITUCIONAL: La presente ley no revive, reproduce ni reincorpora 
disposiciones declaradas inexequibles por la Corte Constitucional en materia de reunión, manifestación pública, 
protesta pacífica, uso de vías, actuación de autoridades o intervención de la Fuerza Pública. Su objeto es regular 
de manera nueva, integral y autónoma, mediante ley estatutaria, la garantía del derecho fundamental a la 
reunión expresado en la manifestación pública y protesta pacífica, sus límites constitucionales y las herramientas 
institucionales frente a actos no amparados por la Constitución y la ley. 
 
ARTÍCULO 53°. ARMONIZACIÓN CON EL CÓDIGO PENAL Y EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL: La presente 
ley no modifica los tipos penales existentes ni sustituye las competencias de la Fiscalía General de la Nación, los 
jueces, la Policía Judicial o las autoridades penales. 
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Las capturas, investigaciones, imputaciones, judicializaciones, medidas de aseguramiento, condenas, 
reparaciones penales y actuaciones en flagrancia se regirán por el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal 
y las demás normas aplicables. 
 
Las medidas inmediatas, correctivas, reparadoras y administrativas previstas en esta ley podrán adoptarse sin 
perjuicio de la remisión penal cuando los hechos puedan constituir delito, siempre que se respete el debido 
proceso, la proporcionalidad y la prohibición de doble sanción por los mismos hechos, fundamento y finalidad. 
 
ARTÍCULO 54°. ARMONIZACIÓN CON EL RÉGIMEN DISCIPLINARIO, FISCAL, CIVIL Y DE RESPONSABILIDAD 
ESTATAL: La presente ley se aplicará sin perjuicio de la responsabilidad disciplinaria, fiscal, civil, patrimonial o 
estatal que pueda derivarse de los hechos ocurridos con ocasión de una manifestación pública. 
 
Cuando existan elementos que permitan inferir falta disciplinaria, daño fiscal, responsabilidad civil, daño 
antijurídico imputable al Estado o responsabilidad de particulares por daños causados, la autoridad que conozca 
del caso deberá remitir la información a la autoridad competente. 
 
Las medidas previstas en esta ley no sustituyen las acciones de reparación directa, responsabilidad civil, 
responsabilidad fiscal, repetición, cobro coactivo, reclamación ante aseguradoras, acciones penales, disciplinarias 
o administrativas que correspondan. 
 
ARTÍCULO 55°. ARMONIZACIÓN CON PROTOCOLOS DE ACTUACIÓN INSTITUCIONAL: El Gobierno Nacional 
deberá ajustar, dentro de los seis (6) meses siguientes a la promulgación de esta ley, los protocolos de actuación 
de autoridades administrativas, Policía Nacional, gestores de convivencia, Puestos de Mando Unificado, 
autoridades de movilidad, organismos de socorro y demás entidades competentes, con el fin de armonizarlos 
con las disposiciones de esta ley estatutaria. 
 
Mientras se expiden los ajustes correspondientes, los protocolos vigentes se aplicarán en cuanto sean 
compatibles con la presente ley. 
 
Los protocolos deberán desarrollar, como mínimo, lineamientos sobre: 
 
1. Activación del PMU-GPT. 
2. Elaboración del Plan de Garantía a Terceros. 
3. Expedición, registro y ejecución de Órdenes Inmediatas de Garantía. 
4. Habilitación de corredores humanitarios. 
5. Protección funcional de infraestructura esencial. 
6. Respuesta inmediata por afectación grave. 
7. Diferenciación entre manifestantes pacíficos y personas que ejecuten conductas no amparadas por la 

protesta pacífica. 
8. Registro operativo y trazabilidad de actuaciones. 
9. Uso de la fuerza conforme a los principios previstos en esta ley. 
10. Protección de datos personales y prohibición de estigmatización. 
 

CAPÍTULO XI 
FINANCIACIÓN, REGLAMENTACIÓN Y VIGENCIA 
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ARTÍCULO 56°. FINANCIACIÓN: La implementación de la presente ley se financiará con cargo a los recursos 
apropiados en el Presupuesto General de la Nación, los presupuestos de las entidades territoriales, los recursos 
ordinarios de las entidades competentes, los recursos provenientes de multas impuestas conforme a esta ley, los 
recursos recuperados de responsables individualizados, donaciones, cooperación nacional o internacional y 
demás fuentes permitidas por la ley. 
 
La implementación de medidas de prevención, coordinación, sistemas de información, formación institucional, 
recuperación de bienes públicos y fortalecimiento operativo estará sujeta a disponibilidad presupuestal, al Marco 
Fiscal de Mediano Plazo y a las reglas de sostenibilidad fiscal. 
 
Las entidades responsables deberán priorizar, dentro de sus competencias y presupuestos, las acciones de 
prevención, atención, registro, trazabilidad, reparación material y recuperación de recursos previstas en la 
presente ley. 
 
ARTÍCULO 57°. REGLAMENTACIÓN: El Gobierno Nacional reglamentará la presente ley dentro de los seis (6) 
meses siguientes a su promulgación. 
 
La reglamentación deberá desarrollar, como mínimo: 
 
1. Procedimiento de aviso previo no habilitante. 
2. Lineamientos para la elaboración del Plan de Garantía a Terceros. 
3. Funcionamiento del PMU-GPT. 
4. Expedición, registro, ejecución y control posterior de Órdenes Inmediatas de Garantía. 
5. Criterios para la identificación territorial de corredores estratégicos de movilidad. 
6. Integración y funcionamiento del Sistema Nacional de Información sobre Protesta, Afectaciones y Garantías. 
7. Reglas de protección de datos personales. 
8. Criterios de registro operativo, trazabilidad, custodia y acceso a información. 
9. Lineamientos de formación para alcaldías, Policía Nacional, gestores de convivencia, autoridades de 

movilidad, organismos de socorro y demás entidades competentes. 
10. Mecanismos de articulación entre autoridades administrativas, de policía, penales, disciplinarias, fiscales, 

civiles y de control. 
 

ARTÍCULO 58°. FORMACIÓN OBLIGATORIA: El Ministerio del Interior, en coordinación con la Policía Nacional, la 
Escuela Superior de Administración Pública, la Defensoría del Pueblo, la Procuraduría General de la Nación, las 
entidades territoriales y demás entidades competentes, diseñará programas obligatorios de formación para 
autoridades administrativas, autoridades de policía, autoridades de movilidad, gestores de convivencia y 
funcionarios territoriales encargados de implementar esta ley. 
 
La formación incluirá, como mínimo: 
 
1. Derecho fundamental a la reunión expresado en la manifestación pública y protesta pacífica. 
2. Límites constitucionales de la protesta pacífica. 
3. Diferenciación entre manifestantes pacíficos y conductas no amparadas por la protesta pacífica. 
4. Protección de terceros y de la comunidad. 
5. Corredores humanitarios. 
6. Infraestructura esencial y corredores estratégicos de movilidad. 
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7. Orden Inmediata de Garantía. 
8. Respuesta inmediata por afectación grave. 
9. Uso de la fuerza, proporcionalidad, necesidad y rendición de cuentas. 
10. Régimen de medidas correctivas, reparación material y remisiones sancionatorias. 
11. Protección de datos personales y prohibición de estigmatización. 
12. Enfoque diferencial y protección de sujetos de especial protección constitucional. 

 
ARTÍCULO 59°. IMPLEMENTACIÓN TERRITORIAL: Las alcaldías distritales y municipales deberán adoptar, dentro 
de los seis (6) meses siguientes a la reglamentación de esta ley, los actos administrativos, protocolos, canales de 
atención, rutas de registro, identificación de corredores estratégicos de movilidad y mecanismos de coordinación 
necesarios para su implementación territorial. 
 
La implementación territorial deberá articularse con los planes integrales de seguridad y convivencia ciudadana, 
planes de movilidad, planes de gestión del riesgo, planes de desarrollo territorial, políticas de espacio público, 
sistemas de transporte y esquemas de atención de emergencias. 
 
ARTÍCULO 60°. VIGENCIA Y DEROGATORIAS: La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga todas las 
disposiciones que le sean contrarias. 
 
Las normas legales, reglamentarias, protocolarias o administrativas sobre manifestación pública, protesta 
pacífica, intervención policial, convivencia, movilidad, reparación material obligatoria, uso de la fuerza, gestión 
de orden público, atención de emergencias o protección de infraestructura esencial deberán interpretarse y 
aplicarse de conformidad con esta ley estatutaria. 
 
La presente ley no deroga ni modifica el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal, el Código Nacional de 
Seguridad y Convivencia Ciudadana, el Código General Disciplinario ni el régimen de responsabilidad civil, fiscal 
o estatal, salvo en aquello que resulte expresamente incompatible con sus disposiciones estatutarias. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

I. OBJETO DEL PROYECTO 
 
El presente proyecto de ley estatutaria tiene por objeto garantizar el ejercicio del derecho fundamental a la 
reunión expresado en la manifestación pública y protesta pacífica, establecer condiciones mínimas para que dicho 
ejercicio sea compatible con los derechos de terceros, y adoptar herramientas de prevención, intervención 
inmediata, control, responsabilidad y reparación material frente a actos de violencia, vandalismo, saqueo, 
bloqueo absoluto, afectación de corredores humanitarios, daño a bienes públicos o privados y perturbación grave 
de infraestructura esencial. 
 
La iniciativa parte de una premisa democrática fundamental: la protesta pacífica no debe ser restringida, 
estigmatizada ni desincentivada. Por el contrario, debe ser protegida como expresión legítima de participación 
ciudadana, deliberación pública, pluralismo político, libertad de expresión, control ciudadano y democracia 
participativa. 
 
Sin embargo, la protección constitucional de la protesta pacífica no ampara actos de violencia, vandalismo, 
saqueo, destrucción de bienes, agresiones contra personas, bloqueos absolutos o funcionales, afectación de 
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corredores humanitarios, obstrucción de servicios de emergencia, daño a bienes públicos o privados, ni 
perturbación grave de infraestructura esencial. Tales conductas no constituyen ejercicio legítimo del derecho 
fundamental, sino desbordamientos que lesionan derechos de terceros, afectan bienes constitucionalmente 
protegidos y debilitan la legitimidad democrática de la protesta pacífica. 
 
Por esa razón, el proyecto busca armonizar dos finalidades constitucionales complementarias: 
 
1. Garantizar de manera reforzada el derecho fundamental a la reunión expresado en la manifestación pública 

y protesta pacífica. 
 

2. Dotar al Estado de herramientas claras, inmediatas, proporcionales y sometidas a control para prevenir y 
responder frente a conductas no amparadas por la protesta pacífica que afecten gravemente la vida, la salud, 
la seguridad, la movilidad esencial, el abastecimiento, la infraestructura esencial, los servicios de 
emergencia, los bienes públicos y privados, y los derechos fundamentales de quienes no participan en la 
manifestación. 

 
El proyecto no criminaliza la protesta. La protege frente a quienes la desnaturalizan. 
 

II. FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL 
 

1. El derecho fundamental a la reunión y manifestación pública pacífica. 
 

El artículo 37 de la Constitución Política establece que toda parte del pueblo puede reunirse y manifestarse 
pública y pacíficamente, y que solo la ley podrá establecer de manera expresa los casos en los cuales se podrá 
limitar el ejercicio de este derecho. 
 
Esta disposición reconoce la reunión y manifestación pública pacífica como una garantía fundamental de la 
democracia constitucional. Su ejercicio permite que la ciudadanía exprese ideas, inconformidades, reclamos, 
denuncias, reivindicaciones y posiciones sociales, políticas, económicas, culturales, ambientales, laborales, 
estudiantiles, comunitarias o de cualquier otra naturaleza constitucionalmente protegida. 
 
La protesta pacífica se conecta directamente con otros derechos y principios constitucionales, entre ellos la 
libertad de expresión, la libertad de asociación, el pluralismo político, la participación ciudadana, el control 
democrático, la dignidad humana, el principio democrático y el Estado social de derecho. 
 
Por ello, el punto de partida del proyecto no es la restricción del derecho, sino su protección. La protesta pacífica 
es una forma legítima de participación democrática y constituye un canal especialmente relevante para que 
sectores sociales, comunidades, organizaciones, ciudadanos y grupos con menor acceso a escenarios 
institucionales puedan hacer visibles sus demandas. 
 
2. La protesta constitucionalmente protegida es pacífica. 

 
La Constitución Política protege la reunión y manifestación pública pacífica. Esta calificación no es accidental ni 
meramente descriptiva. El carácter pacífico constituye un elemento estructural del derecho reconocido en el 
artículo 37 Superior y opera como límite interno de su ámbito de protección. 
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La jurisprudencia constitucional ha sido clara en señalar que el derecho de reunión, manifestación pública y 
protesta social tiene una importancia democrática reforzada, pues permite la expresión colectiva de 
inconformidades, reclamos, denuncias y reivindicaciones ciudadanas. Sin embargo, esa protección constitucional 
recae sobre la protesta pacífica, no sobre la violencia, el vandalismo, el saqueo, la destrucción de bienes, la 
agresión contra personas, la obstrucción de servicios de emergencia, la afectación de corredores humanitarios o 
la perturbación grave de infraestructura esencial. 
 
La Corte Constitucional, en la Sentencia C-742 de 2012, al estudiar la constitucionalidad de los tipos penales de 
obstrucción a vías públicas que afecten el orden público y perturbación en servicio de transporte público, 
colectivo u oficial, sostuvo que “sólo la protesta pacífica goza de protección constitucional”. En esa misma línea, 
la Corte precisó que las manifestaciones violentas no se encuentran protegidas por la Constitución, ni siquiera 
prima facie, y que el legislador puede establecer consecuencias jurídicas frente a conductas que, por medios 
ilícitos, afecten bienes constitucionalmente relevantes como la vida humana, la salud pública, la seguridad 
alimentaria, el ambiente o el trabajo. 
 
Posteriormente, en la Sentencia C-223 de 2017, la Corte Constitucional explicó que el artículo 37 de la 
Constitución contiene un límite intrínseco al derecho de reunión, manifestación y protesta: estos derechos deben 
ejercerse de manera pacífica. Para la Corte, la noción de protesta pacífica exige, por una parte, excluir el uso de 
armas durante su ejercicio; y, por otra, que las acciones de quienes se manifiestan no tengan como finalidad la 
provocación de alteraciones violentas ni el desconocimiento del Estado de derecho. 
 
En la Sentencia C-009 de 2018, la Corte reiteró esta comprensión al señalar que el artículo 37 Superior somete la 
protección del derecho a condiciones pacíficas, lo cual “excluye su ejercicio a través de medios violentos”. 
Además, destacó que el elemento finalístico del derecho exige la licitud del objetivo de la reunión o 
manifestación, de manera que la violencia, sin importar si aparece como exceso de una manifestación 
inicialmente pacífica o como propósito inicial de la convocatoria, escapa del contorno material del derecho. 
 
Esta línea jurisprudencial permite extraer una conclusión central para el presente proyecto: la protesta puede ser 
crítica, intensa, incómoda, disruptiva y contraria a las posiciones del Gobierno, de las autoridades, de particulares 
o de instituciones; pero no puede constitucionalmente transformarse en plataforma para la violencia, la 
destrucción, el saqueo, la agresión, la obstrucción de servicios de emergencia, el bloqueo absoluto o funcional 
de infraestructura esencial o la afectación grave de derechos de terceros. 
 
En similar sentido, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, en la Sentencia STC7641-2020 y en 
actuaciones posteriores de seguimiento, protegió de manera reforzada el derecho a la protesta pacífica y ordenó 
prevenir intervenciones arbitrarias, violentas o desproporcionadas de la Fuerza Pública. Sin embargo, también 
precisó que la exigencia pacífica del derecho impone una obligación de doble vía: para el Estado y para quienes 
ejercen el derecho. En ese marco, señaló que “el derecho no se puede asimilar al caos, al vandalismo o al 
desorden”, pero tampoco admite estigmatización, intimidación o uso desproporcionado de la fuerza. 
 
La Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia también ha diferenciado entre expresión protegida y 
promoción de violencia. En la Sentencia SP022-2025, radicación 60580, al analizar conductas ocurridas en un 
contexto de movilización social, la Corte sostuvo que la libertad de expresión no es absoluta y deja de ser lícita 
cuando se utiliza para propagar violencia destructiva contra bienes jurídicos personales o de uso público. Esta 
decisión resulta relevante porque reafirma que la protesta, la opinión y la expresión pública tienen protección 
constitucional reforzada, pero no cobijan la instigación, promoción o ejecución de conductas violentas. 
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Adicionalmente, en la Sentencia SP757-2025, radicación 67200, la Sala de Casación Penal abordó el concepto de 
riesgo permitido inherente a la protesta social. De acuerdo con esa línea, la protesta social puede implicar cierto 
grado de disrupción, presión ciudadana y afectación transitoria del normal desarrollo de actividades públicas o 
privadas. No obstante, la legitimidad de la movilización se desfigura cuando se separa de un propósito 
constitucionalmente válido, cuando se anteponen intereses ilícitos o particulares, o cuando la intensidad 
disruptiva excede de manera desproporcionada los fines que persigue. En tales eventos, puede surgir la necesidad 
de intervención del derecho sancionatorio o penal, siempre bajo criterios de legalidad, necesidad, 
proporcionalidad, tipicidad estricta, debido proceso y diferenciación. 
 
Con fundamento en lo anterior, el presente proyecto no parte de una oposición entre protesta y autoridad, ni de 
una presunción de ilicitud de la movilización ciudadana. Por el contrario, parte de la protección reforzada de la 
protesta pacífica y de la obligación estatal de garantizarla. Pero, al mismo tiempo, reconoce que el carácter 
pacífico es una condición constitucional del derecho y que los actos violentos o gravemente lesivos de derechos 
de terceros no pueden quedar amparados por la garantía del artículo 37 de la Constitución. 
 
Por ello, el proyecto establece un criterio normativo de diferenciación: quienes convocan, participan o 
permanecen en una manifestación pacífica deben ser protegidos; quienes ejecutan, promueven, financian, 
facilitan, coordinan o participan en conductas violentas o gravemente lesivas de derechos de terceros deben 
responder conforme a la Constitución, la ley y el debido proceso. 
 
Esta distinción es uno de los ejes centrales de la iniciativa. En consecuencia, el proyecto incorpora expresamente 
los principios de protección reforzada de la protesta pacífica, prohibición de autorización previa, legalidad 
estricta, necesidad, proporcionalidad, diferenciación, interés general, corresponsabilidad democrática, 
trazabilidad e inmediatez frente a afectaciones graves. 
 
La finalidad del proyecto, entonces, no es restringir la protesta pacífica, sino protegerla frente a su 
desnaturalización violenta. Tampoco se busca sancionar la inconformidad, la crítica, la oposición, el desacuerdo 
o la presión social legítima. Lo que se regula son las conductas que exceden el ámbito constitucionalmente 
protegido y afectan de manera grave, ilegítima o desproporcionada derechos de terceros, corredores 
humanitarios, servicios de emergencia, infraestructura esencial, bienes públicos o privados y condiciones 
mínimas de convivencia democrática. 
 
3. Deber estatal de protección de derechos de terceros 

 
La protección de la protesta pacífica no excluye el deber del Estado de proteger los derechos de las personas que 
no participan en la manifestación. En un Estado Social de Derecho, las autoridades están instituidas para proteger 
a todas las personas residentes en Colombia en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades, 
y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. 
 
La protesta pacífica, como derecho fundamental, goza de protección reforzada. Sin embargo, su ejercicio debe 
armonizarse con otros derechos y bienes constitucionales, entre ellos la vida, la integridad personal, la salud, la 
seguridad, la movilidad esencial, el trabajo, el abastecimiento básico, la atención de emergencias, la prestación 
de servicios públicos esenciales, la propiedad pública y privada, la libertad de locomoción y los derechos de 
quienes no participan en la movilización. 
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La Corte Constitucional ha reconocido que el ejercicio del derecho de reunión y manifestación puede producir 
tensiones con otros derechos e intereses constitucionalmente relevantes. La respuesta constitucional a esa 
tensión no puede ser la supresión de la protesta ni su sometimiento a autorización previa. Pero tampoco puede 
ser la inacción estatal frente a bloqueos absolutos, afectaciones de corredores humanitarios, obstrucción de 
ambulancias, daño a bienes, saqueos, agresiones o perturbación grave de infraestructura esencial. 
 
El deber estatal consiste en garantizar simultáneamente el derecho a la protesta pacífica y los derechos de 
terceros. Esa garantía simultánea exige que las autoridades actúen bajo criterios de legalidad, necesidad, 
proporcionalidad, diferenciación, precaución, trazabilidad y control. También exige distinguir entre la disrupción 
tolerable propia de una protesta pacífica y la afectación grave, real e inminente de derechos fundamentales o 
bienes constitucionalmente protegidos. 
 
La disrupción ordinaria de la movilidad, el ruido, la incomodidad, la congestión temporal, la crítica severa o la 
presión ciudadana hacen parte del margen constitucionalmente tolerable de la protesta pacífica. En cambio, la 
obstrucción deliberada de corredores humanitarios, el impedimento del paso de ambulancias o vehículos de 
emergencia, el bloqueo absoluto o funcional de infraestructura esencial, la destrucción de bienes, el saqueo, la 
agresión contra personas o la afectación grave de servicios indispensables exceden ese margen y habilitan una 
respuesta institucional inmediata, focalizada y proporcional. 
 
El proyecto se construye sobre esa diferencia. Por ello, no autoriza la disolución indiscriminada de 
manifestaciones ni la intervención general contra quienes ejercen pacíficamente su derecho. Las medidas 
previstas se dirigen a proteger derechos fundamentales de terceros frente a conductas concretas no amparadas 
por la protesta pacífica. 
 
En ese sentido, la Orden Inmediata de Garantía, los corredores humanitarios obligatorios, la protección funcional 
de infraestructura esencial, las presunciones de afectación grave, el Plan de Garantía a Terceros, el PMU-GPT, la 
intervención focalizada, la trazabilidad de la actuación y el régimen de responsabilidad no son instrumentos de 
censura, sino herramientas constitucionales de armonización de derechos. 
 
La prevención de la protesta violenta no es una opción política discrecional del Estado. Es un deber constitucional 
derivado de la obligación de proteger la vida, la integridad, la salud, la movilidad esencial, el abastecimiento, los 
servicios de emergencia, la infraestructura esencial y los derechos de terceros. Pero esa prevención debe 
realizarse sin criminalizar la protesta pacífica, sin estigmatizar a quienes se manifiestan, sin autorizar actuaciones 
arbitrarias y sin desconocer que la manifestación pública es una expresión legítima de la democracia participativa. 
 
Por esta razón, el proyecto establece que toda intervención debe ser inmediata cuando la gravedad del riesgo lo 
exija, pero siempre focalizada; fuerte frente a la violencia, pero garantista frente a la protesta pacífica; eficaz 
frente a bloqueos absolutos o afectaciones graves, pero sometida a registro, control y rendición de cuentas. 
 
Así, la iniciativa desarrolla un equilibrio constitucional necesario: protege el derecho fundamental a la protesta 
pacífica, pero impide que ese derecho sea instrumentalizado para lesionar de manera grave los derechos de 
terceros o para afectar bienes esenciales para la vida en comunidad. 
 
III. RESERVA DE LEY ESTATUTARIA 
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El artículo 152 de la Constitución Política dispone que mediante leyes estatutarias el Congreso regulará, entre 
otras materias, los derechos y deberes fundamentales de las personas y los procedimientos y recursos para su 
protección. 
 
El artículo 153 de la Constitución establece que la aprobación, modificación o derogación de las leyes estatutarias 
exige mayoría absoluta de los miembros del Congreso, trámite dentro de una sola legislatura y revisión previa de 
constitucionalidad por parte de la Corte Constitucional. 
 
El presente proyecto se tramita como ley estatutaria porque regula elementos estructurales del derecho 
fundamental de reunión expresado mediante la manifestación pública y protesta pacífica. En particular, regula su 
alcance, garantías, condiciones, límites, procedimientos de coordinación, actuación institucional, medidas de 
intervención inmediata, protección de terceros, uso de la fuerza, trazabilidad, responsabilidad y consecuencias 
frente a conductas no amparadas por el derecho. 
 
Esta decisión legislativa responde al precedente constitucional. En la Sentencia C-223 de 2017, la Corte 
Constitucional declaró inexequibles disposiciones de la Ley 1801 de 2016 que regulaban de manera integral el 
derecho de reunión y manifestación pública pacífica, por considerar que dicha materia estaba sometida a reserva 
de ley estatutaria. De acuerdo con ese precedente, la regulación estructural de la protesta pacífica no puede 
hacerse mediante ley ordinaria cuando se afecta el núcleo del derecho, sus garantías, límites y procedimientos 
de protección. 
 
Por esa razón, esta iniciativa se presenta como ley estatutaria y no como una simple reforma ordinaria al Código 
Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana. 
 

IV. PRECEDENTE CONSTITUCIONAL Y NO RESTABLECIMIENTO DE NORMAS INEXEQUIBLES 
 
El proyecto incorpora una cláusula expresa de precedente constitucional según la cual la presente ley no revive, 
reproduce ni reincorpora disposiciones declaradas inexequibles por la Corte Constitucional en materia de 
reunión, manifestación pública, protesta pacífica, uso de vías, actuación de autoridades o intervención de la 
Fuerza Pública. 
 
Esta disposición cumple una finalidad de técnica legislativa y de seguridad constitucional. Su propósito es evitar 
que el nuevo régimen sea entendido como una reactivación de normas ordinarias que fueron expulsadas del 
ordenamiento jurídico. La iniciativa no revive disposiciones inexequibles; regula la materia de manera nueva, 
integral y autónoma, mediante el procedimiento estatutario exigido por la Constitución. 
 
El proyecto, por tanto, no pretende restablecer normas que la Corte Constitucional declaró contrarias a la reserva 
de ley estatutaria. Lo que hace es ejercer la competencia legislativa del Congreso por la vía constitucional 
correcta: una ley estatutaria que regula de forma expresa el derecho fundamental a la protesta pacífica, sus 
garantías, sus límites constitucionales y las herramientas institucionales frente a actos no amparados por la 
Constitución ni por la ley. 
 

V. NECESIDAD DE LA INICIATIVA 
 

Colombia requiere una regulación estatutaria que proteja de manera efectiva la protesta pacífica y, al mismo 
tiempo, establezca herramientas claras para prevenir su desbordamiento violento. 
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Las manifestaciones públicas han sido, y deben seguir siendo, escenarios legítimos de expresión democrática, 
deliberación ciudadana, participación social y reivindicación de derechos. No obstante, la experiencia 
institucional demuestra que, en ocasiones, con ocasión o bajo apariencia de protesta, se han presentado actos 
de violencia, vandalismo, saqueos, agresiones, daños a bienes públicos y privados, bloqueos absolutos o 
funcionales, afectación de sistemas de transporte, obstrucción de ambulancias, impedimento de atención de 
emergencias y perturbación de infraestructura esencial. 
 
Estas situaciones producen efectos graves: 
 
1. Afectan derechos fundamentales de terceros que no participan en la manifestación. 
2. Comprometen la vida, la salud, la integridad, la seguridad y la movilidad esencial. 
3. Impiden o dificultan la atención de emergencias. 
4. Obstaculizan el abastecimiento de alimentos, medicamentos, combustibles y bienes indispensables. 
5. Afectan la operación de hospitales, clínicas, servicios de urgencias, estaciones de bomberos, aeropuertos, 

terminales, plantas de servicios públicos y sistemas de transporte masivo. 
6. Generan daños a bienes públicos y privados. 
7. Deterioran la legitimidad social de la protesta pacífica. 
8. Producen incertidumbre sobre la actuación de las autoridades. 
9. Exponen a manifestantes pacíficos, terceros, periodistas, misión médica, gestores de convivencia, 

defensores de derechos humanos, servidores públicos y miembros de la Fuerza Pública a escenarios de 
riesgo. 

 
El ordenamiento jurídico cuenta con normas penales, policivas, disciplinarias, fiscales, civiles y administrativas 
aplicables a muchas de estas conductas. Sin embargo, esas disposiciones se encuentran dispersas y no resuelven 
integralmente el problema institucional específico que surge durante una manifestación pública: cómo garantizar 
la protesta pacífica, cómo diferenciar manifestantes pacíficos de personas violentas, cómo asegurar corredores 
humanitarios, cómo proteger infraestructura esencial, cómo actuar de manera inmediata ante afectaciones 
graves, cómo registrar y controlar la actuación institucional, y cómo activar responsabilidades frente a quienes 
desbordan el derecho. 
 
El proyecto responde a ese vacío mediante una ley estatutaria que no sustituye los regímenes existentes, sino 
que los armoniza y los articula alrededor de una regla constitucional clara: proteger la protesta pacífica y actuar 
frente a lo que no está amparado por ella. 
 

VI. ALCANCE Y CRITERIOS DE LA REGULACIÓN PROPUESTA 
 

1. Protección reforzada de la protesta pacífica 
 

El proyecto reconoce expresamente que toda persona tiene derecho a reunirse, manifestarse y protestar pública 
y pacíficamente, individual o colectivamente, sin autorización previa. 
 
El ejercicio de este derecho comprende la posibilidad de convocar, asistir, permanecer, expresarse, marchar, 
concentrarse, portar mensajes, utilizar medios simbólicos, elevar reclamos, formular exigencias y ejercer control 
ciudadano, siempre que la manifestación conserve su carácter pacífico. 
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La iniciativa prohíbe que el aviso previo se utilice como permiso, autorización, censura, prohibición o 
condicionamiento ideológico. El aviso tiene una finalidad exclusivamente preventiva, logística, protectora y de 
coordinación institucional. 
 
2. Objeto lícito de la protesta pacífica 

 
El proyecto define el objeto lícito de la manifestación pública y protesta pacífica como aquel orientado a expresar 
ideas, opiniones, reclamos, denuncias, reivindicaciones, inconformidades o posiciones de cualquier naturaleza 
constitucionalmente protegida, siempre que su finalidad principal, directa e inequívoca no sea ejecutar, 
promover, facilitar o encubrir conductas punibles, actos de violencia, vandalismo, saqueo, destrucción de bienes 
públicos o privados, afectación de corredores humanitarios, bloqueo absoluto o funcional de infraestructura 
esencial o cualquier otra conducta contraria a la Constitución y la ley.  
 
Esta definición evita dos riesgos: 
 

 De una parte, impide que se invoque el derecho de reunión para encubrir manifestaciones cuya finalidad 
real sea cometer delitos, promover violencia o afectar gravemente derechos de terceros. 
 

 De otra parte, protege el contenido crítico de la protesta, al precisar que la ilicitud del objeto no puede 
inferirse del contenido ideológico, político, social, económico, religioso, cultural, sindical, estudiantil o 
comunitario de la manifestación, ni de su carácter crítico, disruptivo, incómodo u opositor frente al 
Gobierno, las autoridades, particulares o instituciones. 

 
Así, el proyecto no permite censura por ideas. Solo excluye del ámbito protegido aquellas convocatorias o 
conductas cuya finalidad principal, directa e inequívoca sea ilícita. 
 
3. Manifestaciones programadas y espontáneas 

 
El proyecto distingue entre manifestaciones programadas y manifestaciones espontáneas. 
 
Las manifestaciones programadas deberán ser informadas previamente a la alcaldía competente, con al menos 
cuarenta y ocho horas de anticipación. El aviso tiene como finalidad permitir medidas de coordinación, 
acompañamiento institucional, gestión de movilidad, protección de derechos, garantía de corredores 
humanitarios y protección de terceros. 
 
La falta de aviso previo no convierte en ilícito el ejercicio del derecho. No obstante, cuando se trate de 
manifestaciones programadas y la omisión del aviso impida adoptar medidas razonables de protección de 
terceros o infraestructura esencial, dicha circunstancia podrá ser valorada para efectos de coordinación, 
prevención, intervención y eventual responsabilidad de promotores u organizadores, conforme al debido 
proceso. 
 
Las manifestaciones espontáneas continúan protegidas aunque no exista aviso previo. En tales eventos, las 
autoridades deberán adoptar medidas inmediatas de coordinación, gestión de movilidad, protección de 
manifestantes y terceros, garantía de corredores humanitarios y prevención de riesgos. 
 
4. Plan de Garantía a Terceros 
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El proyecto crea el Plan de Garantía a Terceros como herramienta de coordinación institucional cuando una 
manifestación programada pueda generar afectación relevante a la movilidad, infraestructura esencial, servicios 
de emergencia, transporte público, abastecimiento, actividades económicas o derechos de terceros o de la 
comunidad. 
 
El Plan de Garantía a Terceros no es requisito de autorización de la manifestación. Su finalidad es definir medidas 
mínimas para armonizar la protesta pacífica con los derechos de terceros. 
 
El plan podrá incluir rutas de movilización y desvíos razonables, puntos de concentración y desconcentración, 
corredores humanitarios, pasos mínimos de movilidad, protección de accesos a infraestructura esencial, 
información pública a la ciudadanía, puntos de atención médica o de emergencia, enlaces de coordinación entre 
autoridades y organizadores, protocolos de separación de personas violentas respecto de manifestantes pacíficos 
y medidas preventivas frente a vandalismo, saqueo o daño a bienes públicos o privados. 
 
5. Puesto de Mando Unificado de Garantía de Protesta y Derechos de Terceros (PMU-GPT) 

 
La iniciativa crea el Puesto de Mando Unificado de Garantía de Protesta y Derechos de Terceros, PMU-GPT, como 
instancia de coordinación para manifestaciones de alto impacto, manifestaciones permanentes o eventos que 
puedan afectar infraestructura esencial, corredores estratégicos de movilidad, servicios de emergencia, centros 
de abastecimiento, sistemas de transporte masivo o derechos fundamentales de terceros. 
 
El PMU-GPT estará integrado, según la naturaleza del evento, por la alcaldía, Policía Nacional, autoridades de 
movilidad, organismos de socorro, gestores de convivencia, salud, gobierno, personería, Defensoría del Pueblo, 
Procuraduría General de la Nación, Fiscalía General de la Nación cuando corresponda, y demás entidades 
competentes. 
 
Su función no es autorizar la protesta, sino coordinar acciones institucionales, prevenir riesgos, realizar 
seguimiento, emitir recomendaciones, activar corredores humanitarios, registrar afectaciones y adoptar medidas 
inmediatas conforme a la ley. 
 
6. Deberes de organizadores, promotores y participantes 
 
El proyecto establece deberes de organizadores y promotores de manifestaciones programadas. Entre ellos se 
encuentran presentar aviso previo, designar interlocutores, informar rutas y horarios estimados, promover el 
carácter pacífico de la manifestación, colaborar con la habilitación de corredores humanitarios y pasos mínimos, 
atender comunicaciones institucionales e informar riesgos conocidos de infiltración violenta, uso de elementos 
peligrosos, convocatorias a vandalismo o afectaciones graves. 
 
También establece deberes de quienes participan en manifestaciones. En especial, deberán abstenerse de agredir 
personas, destruir o vandalizar bienes, saquear establecimientos, impedir deliberadamente el paso de 
ambulancias o vehículos de emergencia, bloquear infraestructura esencial o corredores estratégicos de 
movilidad, impedir la operación mínima de hospitales, clínicas, servicios de urgencias, aeropuertos, terminales, 
centros de abastecimiento, estaciones de bomberos, sistemas de transporte masivo o plantas de servicios 
públicos esenciales, utilizar ocultamiento de identidad para ejecutar o facilitar actos violentos, portar o emplear 
elementos destinados a causar daño, y amenazar o intimidar a terceros. 
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Estos deberes no desnaturalizan el derecho fundamental. Desarrollan el principio constitucional según el cual el 
ejercicio de derechos implica responsabilidades frente a los derechos ajenos, la convivencia pacífica y el interés 
general. 
 
7. Conductas no amparadas por el derecho a la protesta pacífica 

 
El proyecto precisa que no se encuentran amparados por el derecho fundamental a la protesta pacífica los actos 
de violencia, vandalismo, saqueo, destrucción de bienes públicos o privados, agresión contra personas, incendio, 
amenaza, intimidación, bloqueo absoluto, afectación de corredores humanitarios, obstrucción de servicios de 
emergencia, perturbación grave de infraestructura esencial o cualquier conducta que desborde el ejercicio 
pacífico del derecho. 
 
La exclusión de protección se aplica a las conductas individuales o colectivas que correspondan a tales actos, sin 
afectar la protección constitucional de quienes continúen ejerciendo pacíficamente su derecho. 
 
8. Ocultamiento deliberado de identidad 

 
La iniciativa regula el ocultamiento deliberado de identidad únicamente cuando se utilice para ejecutar, 
promover, facilitar o participar en actos de violencia, vandalismo, saqueo, agresión contra personas, destrucción 
de bienes públicos o privados, bloqueo absoluto, afectación de corredores humanitarios, perturbación grave de 
infraestructura esencial o cualquier otra conducta no amparada por la protesta pacífica. 
 
No se trata de una prohibición general de cubrir el rostro. La regulación se concentra en el uso del ocultamiento 
como medio para impedir la individualización de responsables de conductas violentas o gravemente lesivas de 
derechos de terceros. 
 
Cuando la autoridad advierta el uso de elementos de ocultamiento de identidad asociado a estas conductas, 
podrá adoptar medidas inmediatas, focalizadas y proporcionales de individualización, requerimiento de 
identificación, aislamiento, conducción cuando proceda, captura en flagrancia si hubiere lugar, y remisión a la 
autoridad competente, sin afectar el ejercicio pacífico del derecho de reunión y manifestación de las demás 
personas. 
 
9. Corredores humanitarios obligatorios 

 
El proyecto establece la obligación de garantizar corredores humanitarios permanentes, suficientes y seguros 
durante toda manifestación pública, programada o espontánea. 
 
Estos corredores permitirán el paso de ambulancias, bomberos, misión médica, personal de salud, vehículos de 
atención de emergencias, vehículos de servicios públicos esenciales, organismos de socorro, personas con 
discapacidad, adultos mayores, mujeres gestantes, niños, niñas, adolescentes y personas que requieran atención 
urgente o protección especial. 
 
La obstrucción deliberada de corredores humanitarios constituye afectación grave de derechos fundamentales y 
habilita la expedición de una Orden Inmediata de Garantía y la intervención inmediata, focalizada y proporcional 
de la autoridad. 
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10. Protección funcional de infraestructura esencial 

 
El proyecto establece que las manifestaciones públicas no podrán impedir el ingreso, salida, operación mínima, 
atención de emergencias, evacuación, abastecimiento o continuidad funcional de infraestructura esencial. 
 
La protección funcional reforzada comprende, entre otros, hospitales, clínicas, servicios de urgencias, estaciones 
de bomberos, aeropuertos, terminales de transporte, sistemas de transporte masivo, centros de abastecimiento 
alimentario, plantas, redes e instalaciones de servicios públicos esenciales, corredores de atención de 
emergencias, infraestructura de gestión del riesgo y atención de desastres, y accesos a establecimientos 
carcelarios, judiciales, administrativos o de seguridad cuando su bloqueo comprometa derechos fundamentales 
o servicios esenciales. 
 
La finalidad de esta disposición no es impedir la protesta, sino garantizar que su ejercicio no anule la operación 
mínima de bienes, servicios e infraestructuras indispensables para la vida, la salud, la seguridad, el 
abastecimiento, la movilidad esencial y la atención de emergencias. 
 
11. Corredores estratégicos de movilidad 
 
El proyecto ordena a las alcaldías distritales y municipales identificar, mediante acto administrativo general, 
público y motivado, los corredores estratégicos de movilidad de su jurisdicción. 
 
Esta identificación no tiene por objeto restringir la protesta. Su finalidad es permitir medidas reforzadas de 
coordinación, pasos mínimos, rutas alternas, corredores humanitarios y respuesta inmediata frente a bloqueos 
absolutos o funcionales que comprometan movilidad esencial, transporte público, abastecimiento, atención de 
emergencias o continuidad de servicios esenciales. 
 
Podrán ser incluidos como corredores estratégicos las troncales de sistemas de transporte masivo, vías arteriales 
principales, accesos a hospitales y clínicas, accesos a plantas de servicios públicos esenciales, rutas hacia 
aeropuertos y terminales, corredores de abastecimiento, accesos a centros logísticos y vías destinadas a la 
atención de emergencias. 
 
12. Bloqueos absolutos y funcionales 

 
La iniciativa prohíbe los bloqueos absolutos o funcionales que impidan de manera total, grave y no transitoria la 
movilidad esencial, el transporte público, el paso de vehículos de emergencia, el abastecimiento básico, el acceso 
a infraestructura esencial o el ejercicio de derechos fundamentales de terceros. 
 
Sin embargo, el proyecto aclara que no constituye bloqueo absoluto la afectación temporal, razonable y 
proporcional de la movilidad propia de una marcha, concentración o manifestación pacífica, siempre que se 
permitan corredores humanitarios, pasos mínimos o rutas alternas razonables cuando ello sea necesario para 
proteger derechos de terceros. 
 
Esta precisión es indispensable para evitar que cualquier afectación ordinaria a la movilidad propia de una 
protesta pacífica sea considerada ilícita. 
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13. Presunciones de afectación grave 
 

El proyecto establece presunciones de afectación grave, real e inminente cuando, con ocasión de una 
manifestación pública, se presenten hechos como obstrucción del paso de ambulancias, bloqueo de hospitales, 
bloqueo de aeropuertos o terminales, bloqueo de troncales de transporte masivo, bloqueo de plantas de 
servicios públicos esenciales, impedimento de rutas de abastecimiento básico, daño o vandalismo contra bienes, 
saqueos, agresiones, utilización de ocultamiento de identidad asociada a actos violentos o afectación grave de 
servicios públicos esenciales. 
 
Estas presunciones habilitan a la autoridad para adoptar una Orden Inmediata de Garantía y medidas de 
intervención inmediata, focalizadas y proporcionales, sin perjuicio del debido proceso. 
 
14. Orden Inmediata de Garantía 

 
Una de las principales innovaciones del proyecto es la creación de la Orden Inmediata de Garantía. 
 
Esta herramienta administrativa y operativa permite proteger derechos fundamentales de terceros, corredores 
humanitarios, infraestructura esencial, movilidad esencial, abastecimiento básico y servicios de emergencia 
frente a afectaciones graves, reales e inminentes ocurridas con ocasión de manifestaciones públicas. 
 
La Orden Inmediata de Garantía podrá ser expedida por el alcalde municipal o distrital, su delegado competente, 
la autoridad administrativa a cargo del PMU-GPT, la autoridad de policía en el lugar de los hechos o el comandante 
operativo responsable, según la urgencia y circunstancias del caso. 
 
La orden podrá disponer habilitación inmediata de corredores humanitarios, habilitación de pasos mínimos de 
movilidad, desbloqueo de accesos a hospitales, clínicas, servicios de urgencias, estaciones de bomberos, 
aeropuertos, terminales, centros de abastecimiento o sistemas de transporte, retiro de obstáculos físicos, 
reubicación focalizada de manifestantes cuando sea indispensable, aislamiento de personas que ejecuten actos 
violentos, protección de bienes, habilitación de rutas alternas, restablecimiento de operación mínima e 
intervención focalizada de la autoridad cuando la medida sea necesaria, proporcional y no exista medio menos 
lesivo eficaz. 
 
La orden podrá ser verbal o escrita, física o digital. Cuando se emita verbalmente por razones de urgencia, la 
autoridad deberá dejar constancia posterior escrita, digital, radial, audiovisual o en bitácora operativa, indicando 
los elementos esenciales y las razones que justificaron su expedición inmediata. 
 
15. Respuesta inmediata por afectación grave 

 
El proyecto establece que, cuando se configure una presunción de afectación grave o la autoridad constate riesgo 
grave, real e inminente para la vida, la salud, la seguridad, la movilidad esencial, el abastecimiento, corredores 
humanitarios o infraestructura esencial, no será obligatorio agotar etapas previas de mediación, diálogo o 
concertación si la demora puede consumar o agravar la afectación. 
 
Esta disposición no elimina el diálogo como regla democrática. Lo que hace es reconocer que hay situaciones en 
las que exigir etapas previas de mediación puede resultar irrazonable, especialmente cuando están 
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comprometidos derechos fundamentales de terceros, servicios de emergencia, corredores humanitarios o 
infraestructura esencial. 
 
16. Diferenciación e intervención focalizada 
 
La autoridad deberá orientar su actuación a diferenciar, individualizar y aislar a las personas que ejecuten actos 
violentos, vandalismo, saqueo, bloqueo absoluto o afectación grave de derechos de terceros, evitando afectar a 
quienes ejercen pacíficamente el derecho. 
 
Cuando la separación no sea materialmente posible, o cuando la violencia o afectación grave comprometa de 
forma inminente derechos fundamentales de terceros, la autoridad podrá ordenar la dispersión parcial o total 
del punto afectado, bajo criterios de necesidad, proporcionalidad, focalización y control posterior. 
 
17. Uso de la fuerza 

 
El uso de la fuerza se somete a la Constitución, la ley, los estándares internacionales de derechos humanos, los 
principios de legalidad, necesidad, proporcionalidad, diferenciación, precaución y rendición de cuentas, y los 
protocolos vigentes compatibles con la ley estatutaria. 
 
La fuerza solo podrá emplearse cuando resulte estrictamente necesaria y proporcional para proteger la vida, la 
integridad, la seguridad, los corredores humanitarios, la infraestructura esencial o los derechos fundamentales 
de terceros, y cuando, atendidas las circunstancias concretas, los medios de diálogo, gestión, contención o 
intervención menos lesivos no sean suficientes o no sean exigibles por la gravedad, inmediatez o inevitabilidad 
del riesgo. 
 
18. Registro y trazabilidad de la actuación institucional 
 
Toda actuación de intervención inmediata, expedición de Orden Inmediata de Garantía, dispersión, uso de fuerza, 
captura, conducción o medida correctiva deberá contar con registro operativo suficiente. 
 
El registro podrá realizarse mediante informes, bitácoras, medios audiovisuales, cámaras corporales, cámaras 
institucionales, reportes del PMU-GPT, actas de autoridad o cualquier otro medio idóneo. 
 
El uso de tecnologías de registro deberá respetar la intimidad, el habeas data, la libertad de expresión, la libertad 
de asociación y el derecho a la protesta pacífica. En ningún caso podrá utilizarse para persecución, estigmatización 
o elaboración de perfiles de manifestantes pacíficos. 
 

VII. RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD Y MEDIDAS CORRECTIVAS 
 

El proyecto establece un régimen especial de responsabilidad frente a conductas no amparadas por la protesta 
pacífica: toda persona que, con ocasión de una manifestación pública, ejecute, promueva, financie, facilite, dirija 
o participe en actos no amparados por la protesta pacífica responderá individualmente conforme al régimen 
administrativo, policivo, civil, fiscal, disciplinario o penal aplicable, según corresponda. 
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La responsabilidad deberá fundarse en la individualización de la conducta, la existencia de elementos objetivos 
de atribución, la valoración probatoria, el respeto del debido proceso y la determinación del nexo causal entre la 
conducta y la afectación producida. 
 
El proyecto prohíbe expresamente la responsabilidad objetiva, colectiva o por simple pertenencia, asistencia, 
convocatoria o participación pacífica en la manifestación. 
 
Asimismo, se establecen medidas inmediatas no sancionatorias, tales como la expedición de la Orden Inmediata 
de Garantía, habilitación de corredores humanitarios, habilitación de pasos mínimos, desbloqueo funcional de 
accesos a infraestructura esencial, retiro de obstáculos, aislamiento de personas violentas respecto de 
manifestantes pacíficos, requerimiento de identificación en los casos previstos por la ley, registro operativo, 
decomiso o puesta a disposición de elementos utilizados para afectar derechos de terceros, y captura en 
flagrancia cuando proceda conforme al Código de Procedimiento Penal. 
 
El proyecto define comportamientos especiales contrarios a la garantía de la protesta pacífica y a los derechos de 
terceros, entre ellos incumplir una Orden Inmediata de Garantía, obstruir corredores humanitarios, impedir el 
paso de vehículos de emergencia, bloquear infraestructura esencial, ejecutar actos de vandalismo, participar en 
saqueos, agredir o intimidar personas, utilizar ocultamiento deliberado de identidad para ejecutar o encubrir 
actos violentos, promover o financiar actos violentos, y alterar sistemas de alarma, rutas de evacuación o 
mecanismos de seguridad de infraestructura esencial. 
 
Frente a tales conductas se establecen multas especiales y medidas correctivas, sin perjuicio de las 
responsabilidades penales, disciplinarias, fiscales, civiles, policivas o administrativas a que haya lugar. 
 
El proyecto también prevé reparación material obligatoria a cargo de quien cause daño material a bienes públicos 
o privados con ocasión de conductas no amparadas por la protesta pacífica. Esta reparación podrá comprender 
reposición del bien afectado, pago del costo de reparación, limpieza, recuperación o restitución del espacio 
afectado, pago de daños emergentes acreditados, reintegro de recursos públicos utilizados para atender, reparar 
o mitigar el daño, y demás medidas necesarias para restablecer materialmente la situación alterada. 
 
La iniciativa no crea un fondo de reparación ni un mecanismo de compensación estatal. La reparación material 
se predica del responsable individualizado y se sujeta al debido proceso. 
 

VIII. TRANSPARENCIA, CONTROL Y RENDICIÓN DE CUENTAS 
 

El proyecto crea el Sistema Nacional de Información sobre Protesta, Afectaciones y Garantías, administrado por 
el Ministerio del Interior, como herramienta de consolidación, análisis, trazabilidad y seguimiento de la 
información relacionada con el ejercicio de la protesta pacífica, la protección de terceros, las afectaciones graves 
y la actuación institucional. 
 
El sistema integrará información sobre manifestaciones programadas y espontáneas, avisos previos, Planes de 
Garantía a Terceros, activaciones del PMU-GPT, corredores humanitarios habilitados, Órdenes Inmediatas de 
Garantía, presunciones de afectación grave, bloqueos absolutos o funcionales, afectaciones a corredores 
estratégicos de movilidad e infraestructura esencial, daños a bienes públicos y privados, medidas correctivas, 
multas, órdenes de reparación material, remisiones a autoridades competentes, actuaciones de intervención 
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inmediata, quejas por abuso de autoridad, medidas de recuperación o cobro, y resultados de evaluación y 
seguimiento. 
 
La información incorporada al sistema deberá tratarse conforme a la Constitución, el régimen de protección de 
datos personales, el derecho a la intimidad, el habeas data, la libertad de expresión, la libertad de asociación y el 
derecho fundamental a la protesta pacífica. 
 
La información no podrá utilizarse para persecución, estigmatización, elaboración de perfiles ideológicos, 
políticos, sindicales, estudiantiles, comunitarios o sociales, ni para restringir el ejercicio pacífico de derechos 
constitucionales. 
 
El Ministerio del Interior publicará anualmente un informe nacional sobre la implementación de la ley, incluyendo 
balance del ejercicio del derecho, manifestaciones reportadas, Planes de Garantía a Terceros, PMU-GPT 
activados, Órdenes Inmediatas de Garantía, afectaciones graves, daños, medidas correctivas, multas, órdenes de 
reparación, remisiones, quejas por abuso de autoridad, avances en recuperación de recursos y recomendaciones 
normativas, administrativas y operativas. 
 
La Procuraduría General de la Nación, la Defensoría del Pueblo y las personerías municipales y distritales 
ejercerán vigilancia preventiva y control sobre la garantía del derecho fundamental a la protesta pacífica, la 
protección de derechos de terceros, la expedición y ejecución de Órdenes Inmediatas de Garantía, el uso de la 
fuerza, la imposición de medidas correctivas y la implementación de la ley. 
 

IX. ARMONIZACIÓN NORMATIVA 
 
El proyecto armoniza la regulación estatutaria con el Código Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana, el 
Código Penal, el Código de Procedimiento Penal, el régimen disciplinario, fiscal, civil y de responsabilidad estatal, 
y los protocolos de actuación institucional. 
 
La iniciativa no modifica los tipos penales existentes ni sustituye las competencias de la Fiscalía General de la 
Nación, los jueces, la Policía Judicial o las autoridades penales. 
 
Las capturas, investigaciones, imputaciones, judicializaciones, medidas de aseguramiento, condenas, 
reparaciones penales y actuaciones en flagrancia se regirán por el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal 
y las demás normas aplicables. 
 
Las medidas inmediatas, correctivas, reparadoras y administrativas previstas en la ley podrán adoptarse sin 
perjuicio de la remisión penal cuando los hechos puedan constituir delito, siempre que se respeten el debido 
proceso, la proporcionalidad y la prohibición de doble sanción por los mismos hechos, fundamento y finalidad. 
 
La ley también se aplicará sin perjuicio de la responsabilidad disciplinaria, fiscal, civil, patrimonial o estatal que 
pueda derivarse de los hechos ocurridos con ocasión de una manifestación pública. 
 
El Gobierno Nacional deberá ajustar los protocolos de actuación de autoridades administrativas, Policía Nacional, 
gestores de convivencia, Puestos de Mando Unificado, autoridades de movilidad, organismos de socorro y demás 
entidades competentes, con el fin de armonizarlos con la ley estatutaria. 
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X. CONTENIDO DEL PROYECTO 
 

El proyecto está integrado por once capítulos y sesenta artículos. 
 
El Capítulo I contiene las disposiciones generales: objeto, naturaleza, ámbito de aplicación, principios e 
interpretación armónica. 
 
El Capítulo II establece las definiciones necesarias para la aplicación de la ley: protesta pacífica, objeto lícito, 
manifestación programada, manifestación espontánea, organizador o promotor, tercero afectado, bloqueo 
absoluto, bloqueo funcional, corredor humanitario, infraestructura esencial, corredor estratégico de movilidad, 
acto violento, ocultamiento deliberado de identidad y Orden Inmediata de Garantía. 
 
El Capítulo III consagra las garantías de la protesta pacífica, incluyendo el reconocimiento del derecho, la 
prohibición de autorización previa, las garantías mínimas y la protección de manifestaciones espontáneas. 
 
El Capítulo IV regula el aviso previo, su recepción y trámite, el Plan de Garantía a Terceros y el Puesto de Mando 
Unificado de Garantía de Protesta y Derechos de Terceros. 
 
El Capítulo V establece los deberes de organizadores, promotores y participantes, así como las conductas no 
amparadas por la protesta pacífica y la regulación del ocultamiento deliberado de identidad. 
 
El Capítulo VI regula la movilidad, los corredores humanitarios, la infraestructura esencial, los corredores 
estratégicos de movilidad, los bloqueos absolutos y funcionales, y las presunciones de afectación grave. 
 
El Capítulo VII crea la Orden Inmediata de Garantía y regula la respuesta institucional, la diferenciación, la 
intervención focalizada, el uso de la fuerza y la trazabilidad de actuaciones. 
 
El Capítulo VIII establece el régimen de responsabilidad, medidas correctivas, remisiones sancionatorias y 
reparación material frente a actos no amparados por la protesta pacífica. 
 
El Capítulo IX regula transparencia, control y rendición de cuentas mediante el Sistema Nacional de Información 
sobre Protesta, Afectaciones y Garantías, los informes públicos y el control del Ministerio Público. 
 
El Capítulo X contiene las reglas de armonización normativa con los regímenes policivo, penal, procesal penal, 
disciplinario, fiscal, civil, de responsabilidad estatal y protocolos de actuación institucional. 
 
El Capítulo XI regula financiación, reglamentación, formación obligatoria, implementación territorial, vigencia y 
derogatorias. 
 

XI. IMPACTO FISCAL 
 

El presente proyecto no crea un fondo, no establece beneficios tributarios, no ordena transferencias directas a 
particulares, no crea subsidios, no dispone indemnizaciones estatales automáticas y no genera un mecanismo de 
compensación económica a terceros afectados con cargo al Presupuesto General de la Nación. 
 



 

39 

 
 

La reparación material prevista en el proyecto se encuentra a cargo de las personas naturales o jurídicas 
responsables de conductas no amparadas por la protesta pacífica, conforme al debido proceso y a los regímenes 
aplicables. 
 
La implementación de la ley sí supone acciones de coordinación institucional, reglamentación, formación, ajustes 
protocolarios, administración de información, registro operativo, trazabilidad, articulación entre autoridades y 
fortalecimiento de capacidades institucionales. No obstante, dichas acciones deberán financiarse con cargo a los 
recursos apropiados en el Presupuesto General de la Nación, los presupuestos de las entidades territoriales, los 
recursos ordinarios de las entidades competentes, los recursos provenientes de multas impuestas conforme a la 
ley en lo que legal y presupuestalmente corresponda, los recursos recuperados de responsables individualizados, 
donaciones, cooperación nacional o internacional y demás fuentes permitidas por la ley. 
 
La iniciativa dispone expresamente que la implementación de medidas de prevención, coordinación, sistemas de 
información, formación institucional, recuperación de bienes públicos y fortalecimiento operativo estará sujeta a 
disponibilidad presupuestal, al Marco Fiscal de Mediano Plazo y a las reglas de sostenibilidad fiscal. 
 
En consecuencia, la iniciativa no desconoce el artículo 7 de la Ley 819 de 2003, en tanto hace explícito que sus 
medidas se ejecutarán dentro de las apropiaciones disponibles y de las reglas fiscales aplicables, sin crear un 
fondo, gasto indemnizatorio autónomo o beneficio tributario. 
 

XII. COMPETENCIA DEL CONGRESO Y TRÁMITE 
 

El Congreso de la República es competente para expedir la presente ley estatutaria con fundamento en los 
artículos 114, 150, 152 y 153 de la Constitución Política. 
 
Por su materia, la iniciativa debe tramitarse como ley estatutaria, al regular elementos estructurales del derecho 
fundamental a la reunión expresado en la manifestación pública y protesta pacífica. 
 
El proyecto deberá surtir el trámite previsto para leyes estatutarias: 
 
1. Aprobación por mayoría absoluta de los miembros del Congreso. 
2. Trámite dentro de una sola legislatura. 
3. Revisión previa de constitucionalidad por parte de la Corte Constitucional. 
4. Sanción presidencial una vez superado el control previo de constitucionalidad. 

 
Por tratarse de una iniciativa relacionada con derechos fundamentales, garantías constitucionales, 
procedimientos de protección, convivencia, actuación de autoridades y organización institucional frente al 
ejercicio del derecho de reunión y manifestación pública, su conocimiento corresponde a las Comisiones Primeras 
Constitucionales Permanentes. 
 

XIII. CONFLICTO DE INTERESES 
 

De conformidad con el artículo 291 de la Ley 5ª de 1992 y las normas que regulan el régimen de conflicto de 
intereses de los congresistas, se considera que la discusión y votación del presente proyecto de ley estatutaria, 
en principio, no genera conflicto de intereses, por tratarse de una iniciativa de carácter general, abstracto e 
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impersonal, orientada a regular el ejercicio de un derecho fundamental, la protección de terceros, la actuación 
institucional y las consecuencias frente a conductas no amparadas por la protesta pacífica. 
 
No obstante, corresponderá a cada congresista evaluar, conforme a su situación particular, si tiene un interés 
directo, actual y particular que pueda configurar conflicto de intereses en los términos de la Constitución, la Ley 
5ª de 1992 y las normas aplicables. 
 

XIV. CONVENIENCIA DEL PROYECTO 
 

El derecho a la protesta pacífica es una garantía esencial de toda democracia constitucional. Su protección no se 
debilita cuando el Estado establece reglas claras frente a la violencia; por el contrario, se fortalece. 
 
Una sociedad democrática debe garantizar que la ciudadanía pueda reunirse, expresarse, marchar, reclamar, 
denunciar y participar en el espacio público sin miedo a la censura, la autorización previa o la estigmatización. 
Pero también debe garantizar que, bajo el pretexto de la protesta, no se afecten gravemente la vida, la salud, la 
seguridad, la movilidad esencial, el abastecimiento, los servicios de emergencia, los bienes públicos y privados ni 
los derechos fundamentales de quienes no participan en la manifestación. 
 
El presente proyecto de ley estatutaria busca precisamente ese equilibrio: proteger la protesta pacífica y separar 
de ella los actos de violencia, vandalismo, saqueo, bloqueo absoluto, afectación de corredores humanitarios y 
perturbación grave de infraestructura esencial. 
 
La iniciativa:  
 

 No criminaliza la protesta. La protege frente a quienes la desnaturalizan. 

 No establece autorización previa. Crea herramientas de coordinación. 

 No revive normas inexequibles. Regula la materia por la vía estatutaria exigida por la Constitución. 

 No crea un fondo ni una burocracia de reparación. Fortalece la responsabilidad de quienes causan daños. 

 No sustituye los regímenes penales, policivos, disciplinarios, fiscales o civiles. Los armoniza dentro de un 
marco constitucional claro. 

 No autoriza actuaciones indiscriminadas de la autoridad. Exige necesidad, proporcionalidad, 
diferenciación, trazabilidad y control. 

 
De los honorables Congresistas, 
 
 
 
David Gerardo Cote Rodriguez 
Representante a la Cámara por Bogotá 
Centro Democrático 
 


